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			CAPÍTULO I

			DE LAS ACTUACIONES DE LA POLICÍA JUDICIAL EN EL PROCEDIMIENTO PARA EL ENJUICIAMIENTO RÁPIDO DE DETERMINADOS DELITOS Y EN EL PROCEDIMIENTO PARA EL JUICIO SOBRE DELITOS LEVES. SU VINCULACIÓN CON EL ATESTADO

			I. INTRODUCCIÓN

			La regulación del procedimiento para el enjuiciamiento rápido de determinados delitos y del procedimiento para el juicio de faltas fue operada por Ley 38/2002, de 24 de octubre, de reforma parcial de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, la que, a su vez, también ha modificado el procedimiento abreviado1.

			Esta Ley se justifica por la necesidad de disponer de una Ley de Enjuiciamiento Criminal que consiga la agilización de los procedimientos, la mejora de los procedimientos abreviados2, el enjuiciamiento inmediato de los delitos menos graves y flagrantes y la simplificación de trámites en las grandes causas.

			Con esta disposición normativa, el legislador procesal se ha marcado como finalidades más trascendentes las de: agilizar las diligencias policiales y judiciales; ampliar y potenciar las competencias de la Policía Judicial; coordinar la investigación de la Policía Judicial con la instrucción judicial y el enjuiciamiento; evitar la fuga de imputados; aumentar la seguridad ciudadana; establecer confianza en la justicia penal y reforzar el principio de autoridad; reducir el número de presos preventivos; concentrar la instrucción en el Juzgado de Guardia; asegurar la presencia de las partes y afectados en el juicio; garantizar un derecho a un proceso público sin dilaciones; permitir al Juez de Guardia dictar sentencia de conformidad.

			El procedimiento para el juicio sobre delitos leves (sustituye al enjuiciamiento inmediato de faltas, al haber desaparecido éstas del Código Penal) fue introducido por la Ley Orgánica 1/2015, de 30 de marzo, que modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal y, en el apartado 8, de su Disposición Final 1. ª, modifica el Libro VI de la Ley de Enjuiciamiento Criminal (del procedimiento para el juicio sobre delitos leves). Se trata de un procedimiento utilizado para el enjuiciamiento de determinados delitos leves, es muy rápido y carece de fase de instrucción. Se ubica en el Libro VI, artículos 962 a 977 de la LECr, modificada por la Ley 13/2015.

			II. PROCEDIMIENTO PARA EL ENJUICIAMIENTO RÁPIDO DE DETERMINADOS DELITOS

			1. ÁMBITO DE APLICACIÓN

			A tenor de lo preceptuado por el artículo 795 LECr, este procedimiento se aplicará a la instrucción y al enjuiciamiento de delitos castigados con una pena privativa de libertad que no exceda de cinco años, o con cualesquiera otras penas, bien sean únicas, conjuntas o alternativas, cuya duración no exceda de diez años, cualquiera que sea su cuantía.

			Ese límite punitivo de los cinco o diez años ha de computarse teniendo en cuenta la pena, en abstracto, señalada en el Código Penal para el delito consumado. Ello es así por razones de seguridad jurídica, con independencia de que posteriormente se pueda solicitar para la parte acusada la aplicación de alguna circunstancia eximente, atenuante o agravante, o bien alguna excusa absolutoria, y sea considerada por la Autoridad judicial.

			Además de existir ese límite penológico, será necesario que se hayan cometido alguno de los siguientes delitos:

			— Delitos de lesiones, coacciones, amenazas o violencia física o psíquica habitual, cometidos contra las personas a que se refiere el artículo 173. 2 CP3.

			— Delitos de hurto (arts. 234 a 236).

			— Delitos de robo (arts. 237 a 242).

			— Delitos de hurto y robo de uso de vehículos (art. 244).

			— Delitos contra la seguridad vial (arts. 379 a 385 ter).

			— Delitos de daños referidos en el artículo 263 CP. Delitos de daños dolosos.

			— Delitos contra la salud pública previstos en el artículo 368, inciso segundo, CP. Sustancias o productos que no causan grave daño a la salud, p. ej., el cannabis y sus derivados.

			— Delitos flagrantes relativos a la propiedad intelectual e industrial previstos en los artículos 270, 273, 274 y 275 CP.

			— O bien que se trate de un hecho punible cuya instrucción sea presumiblemente sencilla.

			Excepciones al ámbito de aplicación

			En el propio artículo 795 LECr, en los puntos 2 y 3, se dice que, si se tratara de delitos que fueren conexos4 aplicabilidad con otro u otros delitos no comprendidos en el apartado anterior, no será de aplicación la investigación y enjuiciamiento para este procedimiento. Tampoco en aquellos supuestos en que sea procedente acordar el secreto de las actuaciones conforme a lo regulado en el artículo 302 LECr.

			En todo lo no previsto expresamente en el presente Título se aplicarán supletoriamente las normas del Título II de este mismo Libro, relativas al procedimiento abreviado.

			2. REQUISITOS

			A tenor de lo preceptuado en el artículo 795 LECr, el procedimiento regulado en el Título III, que estamos comentando, además de aplicarse a los delitos expresamente previstos, y de la limitación penológica establecida, se exigen, además, expresamente los siguientes requisitos:

			1. º Que este procedimiento se incoe en virtud de un atestado policial.

			Al hacer la norma mención expresa de que este proceso penal se incoe en virtud de un atestado policial, se trata de un requisito tasado que impedirá su inicio por denuncia o por querella, lo cual ha sido criticado por algunos grupos parlamentarios5. No obstante, a pesar de este recorte normativo, entendemos que, si se presentara una denuncia en sede judicial o en Fiscalía y esos hechos pudieran subsumirse en alguno de los delitos tasados, tanto el Juez como el Fiscal podrían oficiar a la Policía Judicial para que iniciara el preceptivo atestado. En ese caso la primera diligencia del mismo consistiría en transcribir la orden recibida, así como los hechos denunciados6.

			2. º Que la Policía Judicial haya detenido a una persona y la haya puesto a disposición del Juzgado de Guardia o que, aun sin detenerla, la haya citado para comparecer ante el Juzgado de Guardia por tener la calidad de denunciado en el atestado policial.

			Nos encontramos ante dos situaciones dispares: por un lado, la puesta a disposición judicial de la persona detenida, que es la situación más normal; y, por otro, cuando exista una persona denunciada por un delito objeto de este procedimiento, pero que por determinadas circunstancias no se ha procedido a su detención, como podrían ser la poca alarma social causada, que sea la primera vez que el presunto responsable delinque, que se trate de una persona con arraigo, por lo que es difícil que pueda sustraerse a la acción de la justicia, circunstancias todas ellas debidamente valoradas por el Instructor, quien decidirá únicamente su citación oficial ante el Juzgado de Guardia.

			Encajaría igualmente en esta situación el caso de un individuo que, a pesar de haber sido detenido como presunto responsable de algunos de estos ilícitos penales, se decide su puesta en libertad debido a las circunstancias antes dichas, o por otras de índole personal o relativas al hecho punible debidamente valoradas. En este caso, se le habrá tomado declaración en presencia letrada, se habrá comprobado su domicilio y se decidirá su libertad haciéndolo constar en una diligencia dentro del atestado debidamente motivada.

			En ambos casos, al denunciado se le citará, suscribiendo la cédula de citación oficial, de la que se le entregará copia, emplazándole para que comparezca ante el Juez de Instrucción de guardia, o ante el Juez de Violencia sobre la Mujer si se tratara de un delito de violencia doméstica o de género, una vez consultada la Agenda Programada de Citaciones, y que en fecha y hora señaladas conozca sus derechos, así como la responsabilidad en que pudiera incurrir si no comparece injustificadamente como así consta en la cédula de citación7.

			3. º Que, además, concurra cualquiera de las circunstancias siguientes:

			Juntamente con los presupuestos antes citados, se exige la concurrencia de cualquiera de las circunstancias que se mencionan a continuación, entendiéndose como requisitos alternativos y no acumulativos, por lo que bastaría que se cumpliera cualquiera de ellas para su viabilidad; así:

			A) Que se trate de delitos flagrantes

			Conforme a lo estipulado por la Ley Procesal Penal, se considerará delito flagrante el que se estuviese cometiendo o se acabase de cometer cuando el delincuente sea sorprendido en el acto. Se entenderá sorprendido en el acto no sólo el delincuente que fuere detenido en el momento de estar cometiendo el delito, sino el detenido o perseguido inmediatamente después de cometerlo, si la persecución durare o no se suspendiere mientras el delincuente no se ponga fuera del inmediato alcance de los que le persiguen. También se considerará delincuente in fraganti aquel a quien se sorprendiere inmediatamente después de cometido un delito con efectos, instrumentos o vestigios que permitan presumir su participación en él (art. 795. 1. 1. ª LECr).

			En el actual concepto legal de flagrancia se ha venido a subsumir la diferente doctrina emanada tanto del Tribunal Constitucional como del Tribunal Supremo. Así, el Tribunal Constitucional, en su STC 341/1993, de 18 de noviembre, entre otras muchas, ha seguido lo que se ha venido a llamar «teoría de la percepción», al definir la flagrancia como

			aquella situación fáctica en la que queda excluida la autorización judicial precisamente porque la comisión del delito se percibe con evidencia y exige de manera inexcusable una inmediata intervención,

			declarando que se debe conocer la arraigada imagen de la flagrancia como

			la situación fáctica en la que el delincuente es sorprendido —visto directamente o percibido de otro modo— en el momento de delinquir o en circunstancias inmediatas a la perpetración del delito.

			La jurisprudencia del Tribunal Supremo, en SSTS de 9 de julio de 1994, 9 de febrero de 1995, 14 de abril de 1997 y 7 de junio de 2000, por citar algunas, ha señalado que la flagrancia requiere las siguientes notas características:

			a) inmediatez de la acción delictiva o, lo que es igual, que la misma se esté realizando o se haya realizado momentos antes;

			b) inmediatez personal, es decir, presencia del delincuente en relación todavía con el objeto o los instrumentos del delito;

			c) necesidad urgente de intervención, ora para evitar que se siga cometiendo el delito, ora para detener al delincuente, ora para obtener pruebas de las que razonablemente se puede suponer que desaparecerán.

			También se ha dicho en la STS de 24 de febrero de 1998, relativa al tráfico de drogas, que

			[...] concurren, en el caso ahora enjuiciado, dos notas de alta significación. La percepción directa por los agentes de que un acto que, por sus características tales como el lugar, las personas que intervienen en él, forma de entrega, y tamaño y aspecto externo de lo que se entrega, reviste todas las notas típicas de la venta de pequeñas dosis de droga [...].

			En otro delito de similar naturaleza, la STC 94/1996 consideró legitimada la intervención policial, además de otros factores, por la constatación de las operaciones descritas como de «intercambio» o de «venta» de drogas. Repárese en que el policía actuante no solamente vio a una persona que salía del domicilio del acusado y que «al verlos, arrojó al suelo una papelina», sino que la entrada a la casa de donde salía el adquirente estaba abierta

			y desde la calle los agentes vieron en el interior al acusado sentado junto a una mesa encima de la cual manipulaba con un cristal sustancias «pulverulentas», entrando entonces convencido de que el acusado estaba preparando unas papelinas de estupefacientes para su venta, y accediendo a dicha casa, intervino los efectos [...], es decir, que ocupó aquello que corría peligro de desaparición si no intervenía de ese modo [...].

			Abundando en lo anterior:

			[…] la idea de flagrancia se asocia a la percepción de la comisión del delito que se está cometiendo, se va a cometer o se acaba de cometer, unida a la urgencia de la actuación, generalmente policial, aunque es claro que esta, por sí misma, no determina la flagrancia. Como se recordaba en la STS 758/2010, de 30 de junio: «Teniendo en cuenta la definición legal de delito flagrante incorporada por el artículo 795. 1. 1. ª LECr (reforma llevada a cabo por la Ley 38/2002, que entró en vigor el 28/04/03), la Jurisprudencia viene exigiendo las siguientes notas para estimar su presencia: en primer lugar, la inmediatez de la acción que se esté cometiendo o se haya cometido instantes antes, es decir, la actualidad en la comisión del delito o su inmediatez temporal, lo que equivale a que el delincuente sea sorprendido en el momento de ejecutarlo, aunque también se ha considerado cumplido este requisito cuando el delincuente sea sorprendido en el momento de ir a cometerlo o en un momento posterior a su comisión; en segundo lugar, la inmediatez personal, que equivale a la presencia de un delincuente en relación con el objeto o instrumento del delito, lo que supone la evidencia de este y de que el sujeto sorprendido ha tenido participación en el mismo, de forma que aquella puede resultar de la percepción directa del delincuente en el lugar del hecho o bien a través de apreciaciones de otras personas que advierten a la policía que el delito se está cometiendo, en todo caso, la evidencia solo puede afirmarse cuando el juicio permite relacionar las percepciones de los agentes con la comisión del delito y/o la participación de un sujeto determinado prácticamente de forma instantánea, y si fuese preciso elaborar un proceso deductivo más o menos complejo para establecer la realidad del delito y la participación en él del delincuente no puede considerarse un supuesto de flagrancia; y en tercer lugar, la necesidad urgente de la intervención policial, de tal modo que por las circunstancias concurrentes se vea impelida la policía a intervenir inmediatamente para evitar la progresión delictiva o la propagación del mal que la infracción acarrea, la detención del delincuente y/o la obtención de pruebas que desaparecerían si se acudiera a solicitar la autorización judicial (recientes SSTS, además de los precedentes citados en las mismas, 181/2007 o 111/2010)».

			En la STS 423/2016, de 18 de mayo, se examinan las exigencias jurisprudenciales sobre el concepto de flagrancia, y se dice que son tres los elementos que, según la jurisprudencia de esta Sala (entre otras SSTS 181/2007, de 7 de marzo; 620/2008, de 9 de octubre; 111/2010, de 24 de febrero; o, 758/2010 de 30 de junio) vertebran el delito flagrante: la inmediatez de la acción delictiva, la inmediatez de la actividad personal, y la necesidad de urgente intervención policial por el riesgo de desaparición de los efectos del delito. La inmediatez de la acción, es decir, que el delito se esté cometiendo (actualidad en la comisión) o se haya cometido instantes antes (inmediatez temporal), equivale a que el delincuente sea sorprendido en el momento de ejecutarlo. No obstante, también se ha considerado cumplido este requisito cuando el delincuente ha sido sorprendido en el momento de ir a cometerlo o en un momento posterior a su comisión. La inmediatez personal equivale a la presencia de un delincuente en relación con el objeto o instrumento del delito, lo que supone la evidencia de este y de que el sujeto sorprendido ha tenido participación en el mismo. Tal evidencia puede resultar de la percepción directa del delincuente en el lugar del hecho, o bien a través de apreciaciones de otras personas que advierten a la policía que el delito se está cometiendo. En todo caso, la evidencia solo puede afirmarse cuando el juicio permite relacionar las percepciones de los agentes con la comisión del delito y/o la participación de un sujeto determinado prácticamente de forma instantánea. Si fuese preciso elaborar un proceso deductivo más o menos complejo para establecer la realidad del delito y la participación en él del delincuente no puede considerarse un supuesto de flagrancia.

			Por último, la necesidad urgente de la intervención policial supone que por las circunstancias concurrentes la policía se vea impelida a intervenir inmediatamente para evitar la progresión delictiva o la propagación del mal que la infracción acarrea, la detención del delincuente y/o la obtención de pruebas que desaparecerían si se acudiera a solicitar la autorización judicial. En cualquier caso, el sustrato fáctico al que se aplica la flagrancia debe constar en el hecho probado, fruto de la valoración por el Tribunal de instancia de las pruebas practicadas ex artículo 741 LECr y debe partirse de ello para contrastar si se ha respetado o no la norma constitucional invocada (art. 18. 2 CE). En el caso, la forma en la que se produjo la actuación de los agentes es una cuestión de hecho que el Tribunal ha resuelto tras el examen y valoración de pruebas personales y que no puede ser ahora alterada para sustituir la versión del Tribunal por la de los recurrentes.

			De todo ello se deduce que los agentes acudieron al lugar como consecuencia de una llamada que decía que en ese lugar estaba privada de libertad una persona; que inicialmente, el morador Braulio, de quien se declara probado que venía residiendo en ese piso, les facilita el acceso a la vivienda, quienes consiguieron liberar a Máximo y procedieron a la detención de los tres procesados que se encontraban en la vivienda». En la fundamentación jurídica se contiene un razonamiento.

			Una vez en el interior, oyen ruidos, que no pueden atribuir a la presencia de ninguno de los procesados; que una vez que los tres han salido a la vista de los agentes, los ruidos continúan; que oyen también lamentos que procedían de una estancia cerrada con un candado; y que, ante sus preguntas, Braulio abre la puerta de la habitación, encontrando a la víctima en el interior de la misma. Existe pues, consentimiento del morador, que es quien facilita a los agentes la entrada y más tarde abre el candado que cerraba la habitación de la que procedían los lamentos y los ruidos. Y, además, una vez que los agentes se encuentran en el interior de la vivienda, cuya entrada les ha sido franqueada por el acusado Braulio, se aprecia la flagrancia en tanto que directamente perciben los lamentos de una persona que, razonablemente ponen en relación con el contenido de la denuncia que los condujo a esa vivienda, de la que resultaría que se estaría produciendo una privación ilegítima de libertad deambulatoria. Se aprecia, pues, evidencia de la comisión del delito y urgencia en interrumpir su comisión. Por otro lado, la libertad y voluntariedad del consentimiento prestado por Braulio es clara. Resulta indiscutible en lo que se refiere a permitir la entrada de los agentes en la vivienda, pues no consta siquiera una petición de aquellos o un inicio de actuación que pudiera identificarse como una acción coactiva. En cuanto a la apertura de la puerta de la habitación donde estaba encerrado el detenido, tampoco fue requerida por los agentes, que se limitaron a preguntar acerca de la procedencia de los lamentos y los ruidos que percibían. Es ante la situación planteada que el acusado Braulio decide proceder a su apertura en lugar de requerir a los agentes que abandonaran la vivienda.

			En los hechos probados se dice solamente que la víctima «envió unos mensajes SMS a su hermana Ángeles informándole de la situación y pidiéndole que diera aviso a la Policía, lo que Ángeles efectivamente realizó. A raíz del aviso efectuado, sobre las 10:22 horas del día 27 de febrero de 2009, se personaron en la vivienda agentes; respecto de la valoración de las declaraciones de los agentes sobre este punto concreto de los hechos, de la que se desprende que el Tribunal acepta su versión. Así, se dice que los agentes coinciden en que «tras facilitarle voluntariamente Braulio el acceso y preguntarle a estos si había alguien más en la vivienda contestó varias veces que no, que estaba solo; comoquiera que oían ruidos, le requirieron nuevamente, saliendo entonces Luis Pedro, quien insistió en que estaban los dos solos; al continuar los ruidos salió Sonsoles afirmando que no había nadie más; no obstante, los ruidos persistían, oyendo los policías lamentos provenientes de una estancia cerrada con un candado, no aclarando nada ninguno de los procesados hasta que Braulio se dirige al interior de la vivienda, coge las llaves y la abre, hallando al secuestrado en el estado supra descrito».

			Efectos de la flagrancia8.—La flagrancia delictiva, además de lo apuntado anteriormente, tiene otras repercusiones procesales y probatorias, tales como:

			1. En la detención. La flagrancia delictiva faculta a los particulares para poder detener (art. 490 LECr). Será el único caso en que los Diputados y Senadores de las Cortes Españolas pueden ser detenidos (arts. 71. 2 CE y 751 LECr), excepción igualmente aplicable a los parlamentarios de determinadas Comunidades Autónomas (si así lo contemplan sus Estatutos). Lo mismo sucede con los Jueces, Magistrados y miembros del Ministerio Fiscal en servicio activo, que sólo podrán ser detenidos por flagrante delito o por orden del Juez competente.

			2. En el registro domiciliario. La flagrancia posibilita la entrada y registro en un domicilio sin necesidad de autorización judicial ni consentimiento del titular (arts. 18. 2 CE y 553 LECr).

			3. En la prueba. Cuando la Policía percibe directamente los hechos delictivos (los llamados delitos testimoniales), se reconoce a sus declaraciones presunción de veracidad (SSTS de 22 de enero de 1987 y 11 de mayo de 1989, entre otras) siempre que no sea destruida por prueba en contrario.

			4. En el procedimiento. La flagrancia influye en la aplicación de unas normas procedimentales específicas adaptadas a la mayor facilidad probatoria. Se le faculta al Ministerio Fiscal para que presente de inmediato el escrito de acusación y solicitud de inmediata apertura del juicio oral.

			B) Que se presuma que la instrucción será sencilla

			Otra de las circunstancias legalmente contempladas es que se presuma que la instrucción será sencilla. Aquí, nos encontramos ante un concepto excesivamente amplio, con un grado elevado de indeterminación, porque resulta del todo criticable que, ante un requisito como es la atribución de la competencia para la instrucción de esta modalidad procedimental, se supedite a la previsión de que tal instrucción se presuma sencilla9.

			Ante tal indeterminación, podemos pensar que podría tratarse de una instrucción sencilla, la de aquellos delitos que, si bien no están en ese grupo expresamente tasado, su penalidad no supera tampoco el límite penológico, están determinados tanto los hechos como la culpabilidad —por ejemplo, en un delito de daños por imprudencia grave del art. 267 CP, en el que los daños causados superan los 80. 000 euros—, la imprudencia se ha demostrado que ha sido grave y se conoce su responsable.

			III. ACTUACIONES ESPECÍFICAS DE LA POLICÍA JUDICIAL EN EL PROCEDIMIENTO PARA EL ENJUICIAMIENTO RÁPIDO DE DETERMINADOS DELITOS

			Las actuaciones que la Policía Judicial ha de llevar a término en este tipo de procedimiento suponen un avance importante en cuanto a que están garantizadas por una norma con rango de ley. Por otro lado, se le atribuyen a la Policía Judicial determinadas diligencias que anteriormente estaban reservadas a los órganos judiciales, por lo que, si las mismas son realizadas cumpliendo escrupulosamente las garantías establecidas y con absoluto respeto a los derechos de los ciudadanos, gozarán de una eficaz valoración jurídica.

			El reforzamiento de las actuaciones de la Policía Judicial10 resulta inexcusable para que la instrucción ante el Juzgado de Guardia pueda desarrollarse de forma concentrada y con todos los elementos necesarios a su disposición para la conclusión del procedimiento en los breves plazos señalados en el artículo 799 de la LECr. A este fin la Policía Judicial deberá realizar una calificación previa de los hechos, naturalmente sometida al posterior y superior criterio judicial. Por otra parte, resulta de esencial importancia la perfecta coordinación de la Policía Judicial y los Juzgados de Guardia a los que corresponde la incoación de las diligencias urgentes para el enjuiciamiento rápido.

			Esas actuaciones específicas las trata el Capítulo II, «De las actuaciones de la Policía Judicial», en los diferentes apartados del artículo 796 LECr, y habrán de realizarse —sin perjuicio de las previsiones contenidas en los arts. 282 a 298 y 769 a 772 de la Ley Adjetiva Procesal— en el tiempo imprescindible y, en todo caso, durante el tiempo que dure la detención. Serán, por tanto:

			1. SOLICITUD DE COPIA DEL INFORME DE ASISTENCIA SANITARIA (ART. 796. 1. 1. ª)

			Como se señala en el precepto, y sin perjuicio de recabar los auxilios a que se refiere el ordinal 1. º del artículo 770 LECr11, la Policía Judicial solicitará del facultativo o personal sanitario que atendiere al ofendido copia del informe relativo a la asistencia sanitaria para adjuntarlo al atestado policial.

			Esa copia se unirá al cuerpo del atestado que al efecto se instruya, documentándola mediante diligencia, y se remitirá, juntamente con las diligencias instruidas, a la Autoridad judicial competente, mención que se hará, a su vez, en la diligencia de remisión, dejándose, igualmente, otra copia el archivo policial.

			DILIGENCIA DE INFORME SANITARIO.—Se extiende para hacer constar que una vez que el ofendido por el delito objeto de investigación, D. .........., ha sido asistido en el complejo sanitario .........., por el facultativo médico D. .........., colegiado número .........., le ha sido extendido parte médico de asistencia sanitaria, en el que consta: .........., documento que se adjunta al atestado instruido por tales hechos. CONSTE Y CERTIFICO. _____ 

			2. SOLICITUD DE LA PRESENCIA DEL MÉDICO FORENSE (ART. 796. 1. 1. ª)

			Esta solicitud ha de efectuarse cuando la persona que tuviere que ser reconocida no pudiera desplazarse al Juzgado de Guardia dentro del plazo previsto en el artículo 799 LECr —durante el servicio de guardia o cuando éste se prorrogue por un período adicional de setenta y dos horas12—, en cuyo caso habrá de emitir el informe relativo a la asistencia.

			Lo anteriormente expuesto constituye una excepción, pues, generalmente, las personas que hayan de ser reconocidas por el Médico Forense habrán de desplazarse a la sede judicial a la que esté adscrito, o lugar designado, para lo cual se las citará formalmente.

			Respecto a la expresión «solicitará» que se emplea en el precepto —parece que para salvar la legalidad—, esta solicitud debería realizarse a través del Juzgado de Guardia, que será quien ordene la asistencia13.

			La Policía Judicial no puede requerir la presencia del Médico Forense y menos aún obligarle a comparecer, salvo que lo fuera por orden judicial, dados los términos establecidos en el artículo 497. 2 LOPJ, por encontrarse bajo la dependencia jerárquica de la Autoridad judicial o Ministerio Fiscal.

			Para las intervenciones corporales se requerirá autorización judicial. Los cacheos pueden ser practicados por la Policía Judicial, siempre que se observe la debida proporcionalidad [art. 20 Ley Orgánica de Protección de Seguridad Ciudadana (LOPSC), entre otras normas].

			Y, de igual manera que en el caso anterior, ese informe se unirá al cuerpo del atestado y se remitirá a la Autoridad judicial.

			DILIGENCIA DE RECONOCIMIENTO POR EL MÉDICO FORENSE.—Se extiende la presente para hacer constar, que siendo las .......... horas y .......... minutos del día de la fecha, a requerimiento judicial, se ha personado en estas Dependencias policiales el Médico Forense del Juzgado de Instrucción número .......... en funciones de guardia D. (nombre y APELLIDOS), colegiado número .........., al objeto de girar visita y reconocimiento a los detenidos D. (nombre y APELLIDOS), D. (nombre y APELLIDOS) y D. (nombre y APELLIDOS). _____ Que, una vez los ha reconocido, ha extendido un parte de asistencia, en el que consta: .......... (Se detallará aquello que resulte más trascendente), el cual se une al cuerpo del atestado. ——CONSTE Y CERTIFICO. _____ 

			3. INFORMACIÓN DEL DERECHO DE ASISTENCIA LETRADA (ART. 796. 1. 2. ª)14

			Se impone a la Policía el deber de informar a la persona a la que se le atribuya el hecho delictivo, aun en el caso de no procederse a su detención, del derecho que le asiste de asistencia letrada ante el Juzgado de Guardia. En este caso, si el interesado no manifestare expresamente su voluntad de comparecer asistido de Abogado, será la Policía Judicial quien recabará del Colegio de Abogados la designación de un Letrado de oficio15.

			El abogado designado para la defensa tendrá también habilitación legal para la representación de su defendido en todas las actuaciones que se verifiquen en el Jugado de Guardia.

			Ese deber de informar del derecho a la asistencia letrada a toda persona detenida viene establecido a nivel general en los artículos 17 CE y 520 LECr16.

			Por tanto, lo novedoso de este precepto es el inexcusable deber de informar, también, de los hechos delictivos que se le imputan a una persona que no es detenida, exigiéndose que se haga en el tiempo imprescindible, en la forma más comprensible a ese imputado no detenido, de cuáles son los hechos que se le atribuyen y de los derechos que le asisten. En particular, se le instruirá de los derechos reconocidos en los apartados a), b), c) y e) del artículo 520. 2 LECr. A saber17:

			— Derecho a guardar silencio, no declarando si no quiere; a no contestar alguna o algunas de las preguntas que le formulen, o a manifestar que sólo declarará ante el Juez.

			— Derecho a no declarar contra sí mismo y a no confesarse culpable.

			— Derecho a designar Abogado de oficio sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 1. º del artículo 527 y a ser asistido por él sin demora injustificada. En caso de que debido a la lejanía geográfica de inmediato la asistencia de letrado, se facilitará al detenido comunicación telefónica o por videoconferencia con aquél, salvo que dicha comunicación sea imposible.

			— Derecho a que se ponga en conocimiento del familiar o persona que desee, sin demora injustificada, su privación de libertad y el lugar de custodia en que se halle en cada momento. Los extranjeros tendrán derecho a que las circunstancias anteriores se comuniquen a la oficina consular de su país.

			4. CITACIÓN DEL IMPUTADO NO DETENIDO ANTE EL JUZGADO DE GUARDIA (ART. 796. 1. 3. ª)

			Como se ha puesto de manifiesto en el párrafo anterior, el denunciado por un delito que no se le haya detenido, además de ser informado de determinados derechos que le asisten, habrá de ser citado para que comparezca en el Juzgado de Guardia en el día y hora que se le señale, con las advertencias legales en caso de no hacerlo18, y que se concretan en la emisión de una orden de detención dictada por el Juez ex artículo 487 LECr19, o al Juzgado de Violencia sobre la Mujer, si se tratara de delitos de violencia de género o doméstica.

			5. CITACIÓN DE TESTIGOS, OFENDIDOS Y PERJUDICADOS (ART. 796. 1. 4. ª)

			Igualmente, la Policía Judicial deberá citar a los testigos y a los ofendidos y perjudicados por el delito para que comparezcan ante el Juzgado de Guardia en el día y hora que se le señale. En el caso de los testigos, además de los derechos que les asisten, también habrá de apercibírseles de cuáles serían las consecuencias de su no comparecencia20, que se concretan en la posibilidad de que el Juez de Guardia, ex artículo 420 LECr, les imponga una multa de 200 a 5. 000 euros si no concurren al primer llamamiento y, en caso de reiteración, la posibilidad de deducir testimonio por delito de obstrucción a la justicia21. Así pues, los testigos citados en legal forma tienen obligación de comparecer, de declarar y de decir verdad ante las Autoridades judiciales, y la declaración de los mismos estará sometida a unas formalidades procesales22.

			Ese testimonio que han de prestar los testigos puede serlo tanto del testigo directo como del de referencia, al entenderse que es una manifestación de conocimiento que, sobre hechos presuntamente delictivos, emite una persona imparcial, que no ha tenido ninguna participación en el ilícito punible, y también pueden serlo los que por razón de su cargo, profesión u oficio, o por cualquier otro medio, han tenido un conocimiento cabal23.

			El testigo, a diferencia del imputado, sí está sometido a la obligación de declarar, constituyendo un delito de obstrucción a la justicia su no comparecencia injustificada ante la Autoridad judicial24, y un delito de desobediencia grave a la Autoridad si se negase a declarar25. También ha de decir verdad, pues, si faltase a ella, podrá incurrir en el delito de falso testimonio26.

			En el caso de que esos testigos fueran agentes de la autoridad, la regla 4. ª del artículo 796. 1 LECr ha sido modificada por la Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre, en el sentido siguiente:

			No será necesaria la citación de los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad que hubieren intervenido en el atestado cuando su declaración conste en el mismo.

			Con esta reforma se ha pretendido reducir el número de miembros de la Policía Judicial que debían comparecer en sede judicial, con lo cual, a su vez, se ganarán más efectivos para prevenir y, en su caso, reprimir la delincuencia.

			6. CITACIÓN DE LAS EMPRESAS ASEGURADORAS (ART. 796. 1. 5. ª)

			También se citará para el mismo día y hora a los aseguradores que hubieren asumido el riesgo de las responsabilidades pecuniarias del uso y explotación de cualquier bien, empresa, industria o actividad, tal como previene el artículo 117 CP27.

			Esas empresas aseguradoras serán responsables civiles directos hasta el límite de la indemnización legalmente establecida, sin perjuicio del derecho de repetición contra quien corresponda. Consecuencia importante, sobre todo en los delitos contra la seguridad vial, en delitos contra el medio ambiente, etc.

			Realización de las citaciones.—La citación de las personas a las que se refiere el apartado anterior deberá ser realizada por la Policía Judicial coordinadamente con el Juzgado de Guardia, pues así lo dispone el artículo 796 LECr al decir:

			2. Para la realización de las citaciones a que se refiere el apartado anterior, la Policía Judicial fijará el día y la hora de la comparecencia coordinadamente con el Juzgado de Guardia. A estos efectos, el Consejo General del Poder Judicial, de acuerdo con lo establecido en el artículo 110 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, dictará los Reglamentos oportunos para la ordenación de los servicios de guardia de los Juzgados de Instrucción en relación a la práctica de estas diligencias, coordinadamente con la Policía Judicial.

			3. Si la urgencia lo requiriere, las citaciones podrán hacerse por cualquier medio de comunicación, incluso verbalmente, sin perjuicio de dejar constancia de su contenido en la pertinente acta.

			Como se dispone en el artículo 796. 3 LECr, si la urgencia lo requiriere podrán hacerse por cualquier medio de comunicación, incluso verbalmente. Sobre la posibilidad de citar de esta manera, el Consejo General del Poder Judicial manifestó sus recelos, al afirmar que

			la omisión de exigencia de firma del interesado y la ausencia de cualquier forma de constancia llevan a cuestionar seriamente no sólo la ejecución de la citación en sí, sino también la prueba misma de haberse practicado; extremos éstos de capital importancia si se repara en las consecuencias penales y procesales que pueden derivarse28.

			Esa coordinación que menciona la Ley, entre los órganos judiciales y la Policía Judicial, ha de llevarse a cabo de conformidad con lo dispuesto en el Real Decreto 769/1987, de 19 de junio, sobre la regulación de la Policía Judicial, a través de la Comisión Nacional y/o las Comisiones Provinciales de Coordinación de la Policía Judicial.

			Para que esa coordinación sea efectiva, el Cuerpo Nacional de Policía ha creado la figura del «Enlace policial», lo que conlleva una más ágil y eficaz aplicación de las disposiciones. Ese funcionario asignará la hora y fecha de comparecencia en los Juzgados de todos los encartados en los atestados, utilizando para ello el «Sistema Programado de Citaciones» (SPC), aplicación informática que contendrá una agenda de citaciones elaborada al efecto en los órganos judiciales, detallándose las franjas horarias disponibles para citaciones de cada Juzgado de Guardia, y al que tendrán acceso, además del Enlace, los propios Juzgados y la Fiscalía29.

			A estos efectos, el Reglamento 1/2005 de Aspectos accesorios de las actuaciones judiciales que prevé la Agenda Programada de Citaciones (APC), que detallará las franjas horarias disponibles en cada Juzgado de Guardia para las citaciones que la Policía Judicial realice ante los Juzgados de Guardia. Tendrán preferencia las citaciones a testigos extranjeros y nacionales desplazados temporalmente fuera de su localidad con la finalidad de facilitar la práctica de prueba preconstituida de conformidad con el artículo 797. 2 LECr. Se establece la necesidad de practicar inmediatamente, asegurando la debida contradicción, aquella prueba que, por razón del lugar de residencia del testigo, o por otro motivo se prevea razonablemente que no podrá practicarse en el acto del juicio oral.

			Si se tratara de ilícitos penales de violencia de género o doméstica, al crearse por Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género, los Juzgados de Violencia sobre la Mujer, como órganos judiciales especializados dentro del orden jurisdiccional penal, con vis atractiva hacia determinados asuntos de familia propios del orden jurisdiccional civil, las citaciones antes mencionadas las deberá hacer la Policía Judicial coordinadamente con ese Juzgado en día hábil más próximo.

			No obstante, el detenido, si lo hubiere, habrá de ser puesto a disposición del Juzgado de Instrucción de guardia, a los solos efectos de regularizar su situación personal, y decidir si concede o no la Orden de Protección, cuando no sea posible la presentación ante el Juzgado de Violencia sobre la Mujer que resulte competente, por no ser día y hora hábil30.

			7. REMISIÓN DE LAS SUSTANCIAS INTERVENIDAS PARA SU ANÁLISIS (ART. 796. 1. 6. ª)

			La Policía Judicial deberá remitir al Instituto de Toxicología31, al Instituto de Medicina Legal o al laboratorio correspondiente las sustancias aprehendidas cuyo análisis resulte pertinente, exigiéndose que estas entidades procedan de inmediato al análisis solicitado y que remitan el resultado al Juzgado de Guardia por el medio más rápido y, en todo caso, antes del día y hora en que se hayan citado a las personas indicadas en las reglas anteriores (denunciado, testigos...).

			Por tanto, la remisión de las sustancias aprehendidas deberá efectuarse de forma urgente, indicando necesariamente en el oficio de remisión de las muestras, el día y hora en el que estén citadas las partes, así como el número de atestado del que traen causa y el número de procedimiento que se está tramitando —si se conoce este dato—.

			No obstante, se prevé, en la regla 6. ª del artículo 796 LECr, que, cuando no sea posible la remisión en el plazo señalado, la Policía Judicial podrá practicar por sí misma dicho análisis, sin perjuicio del debido control judicial del mismo. A nivel central, serían los laboratorios correspondientes de la Comisaría General de Policía Científica.

			Ante estas situaciones de urgencia, cuando sean los propios laboratorios policiales los que hagan el análisis pertinente, hemos de tener presente la línea jurisprudencial constante recaída sobre materia, pues únicamente se otorga validez y carácter de prueba plena, que permite desvirtuar la presunción de inocencia, cuando se trate de los informes periciales elaborados por un organismo oficial —los citados anteriormente— dada la presumible capacitación y profesionalidad de sus miembros, que ofrecen unas garantías técnicas y de fiabilidad importantes, y porque las pericias técnicas las realizan funcionarios que gozan de inamovilidad, permanentemente alejados del caso concreto (STS de 22 de julio de 1997).

			Asimismo, como dice la STS de 8 de marzo de 2002, y otras, ese informe emitido por laboratorios oficiales del Estado ha de gozar prima facie de eficacia probatoria sin necesidad de contradicción procesal, salvo que se hubiese expresado disconformidad con la pericia por alguna de las partes, impugnándola en debida forma y tiempo oportuno, lo que sí haría precisa la comparecencia de los peritos ante el Tribunal, a fin de ratificar, aclarar o complementar su informe, bajo los principios de inmediación, contradicción procesales (STS de 16 de abril de 2001, entre otras), o bien a través de videoconferencia.

			Estos informes se introducirán en el proceso como prueba documental de conformidad con lo previsto en el artículo 788. 2 LECr que así lo prevé con relación al procedimiento abreviado. Esta norma puede aplicarse a otros informes como los dactiloscópicos que tienen la consideración de prueba pericial, aunque la jurisprudencia permite su valoración como prueba documental, siempre que no los impugne la parte a quien interese.

			DILIGENCIA DE REMISIÓN DE SUSTANCIA ESTUPEFACIENTE.—Se extiende para hacer constar que siendo las .......... horas y .......... minutos del día del inicio de las presentes, por el Instructor, y a tenor de lo dispuesto en el artículo 796. 1. 6. ª de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, se acuerda que sean remitidos al Servicio de Análisis Químicos (Toxicología), de la Comisaría General de Policía Científica, TRES ENVOLTORIOS, numerados y debidamente etiquetados, con un peso aproximado de veinte gramos cada uno de ellos, los que contienen una sustancia de color marrón, prensada, al parecer HACHÍS, que ha sido aprehendida al presunto responsable de los hechos, objeto de este atestado. Que, una vez que haya efectuado el análisis pertinente deberá ser remitido al Juzgado de Instrucción número tres, en funciones de Guardia, por el medio más rápido y, en todo caso, antes de las .......... horas del día .......... de .........., y copia a esta dependencia. La remisión de la antedicha sustancia se efectúa mediante oficio registrado con el número ciento treinta (130/23), cuya copia se unirá al cuerpo del atestado. CONSTE Y CERTIFICO. _____ 

			DILIGENCIA DE CONSTANCIA DE CANTIDAD Y CALIDAD DE LA DROGA TÓXICA.—Se extiende para hacer constar que siendo las .......... horas y .......... minutos del día .......... de dos mil .........., se ha recibido en esta dependencia policial un telefonema (fax, correo electrónico, oficio...), procedente de la Inspección de Farmacia de la Dirección Territorial de Sanidad y Consumo (Instituto de Toxicología...), registrándose con el número .......... (..........) en el correspondiente Libro Oficial, según el cual: «De las sustancias remitidas a esta Dirección Territorial, una vez realizadas las pertinentes pruebas, han resultado DOSCIENTOS GRAMOS DE COCAÍNA, con una pureza del ochenta por ciento (80%); SEISCIENTOS VEINTE GRAMOS DE HACHÍS en estado puro. Asimismo, se ha remitido al Juzgado de Instrucción número .......... de los de esta localidad el informe pericial realizado, y por correo ordinario copia a esa Brigada. CONSTE Y CERTIFICO. _____ 

			8. PRÁCTICA DE CONTROLES DE ALCOHOLEMIA Y REQUERIMIENTO AL PERSONAL SANITARIO PARA QUE REALICE EL ANÁLISIS DE SANGRE U OTRO ANÁLOGO (ART. 796. 1. 7. ª)32

			Se señala, en la regla 7. ª del precepto citado, que la práctica de los controles de alcoholemia se ajustará a lo establecido en la legislación de seguridad vial. Al mismo tiempo reconoce que, cuando se practicare el análisis de sangre u otro análogo, se requerirá al personal sanitario para que lo realice y lo remita al Juzgado de Guardia por el medio más rápido y, en todo caso, antes del día y hora de la citación a que se refieren las reglas anteriores.

			Son, por tanto, las normas que disciplinan la seguridad viaria a las que han de ajustarse esos controles de alcoholemia33, por lo que, en este sentido, hemos de considerar lo expresamente dispuesto en el artículo 14 del Real Decreto Legislativo 6/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial (LTSV). Real Decreto 1428/2003, de 21 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento General de Circulación para la aplicación y desarrollo del texto articulado de la Ley sobre tráfico, circulación de vehículos a motor y seguridad vial, aprobado por el Real Decreto Legislativo 339/1990, de 2 de marzo (RGC), en su artículo 21 establece la obligatoriedad del sometimiento a las pruebas de alcoholemia cuando se den determinados requisitos. El artículo 22 RGC refiere que las pruebas de detección alcohólica serán practicadas por los agentes encargados de la vigilancia del tráfico y consistirán normalmente en la verificación del aire espirado, que se realizarán con etilómetros oficialmente autorizados, así como otros artículos de las mentadas normas34.

			Según la normativa citada:

			Artículo 20 (RGC). Tasas de alcohol en sangre y aire espirado.

			No podrán circular por las vías objeto de la legislación sobre tráfico, circulación de vehículos a motor y seguridad vial los conductores de vehículos ni los conductores de bicicletas con una tasa de alcohol en sangre superior a 0,5 gramos por litro, o de alcohol en aire espirado superior a 0,25 miligramos por litro.

			Cuando se trate de vehículos destinados al transporte de mercancías con una masa máxima autorizada superior a 3. 500 kilogramos, vehículos destinados al transporte de viajeros de más de nueve plazas, o de servicio público, al transporte escolar y de menores, al de mercancías peligrosas o de servicio de urgencia o transportes especiales, los conductores no podrán hacerlo con una tasa de alcohol en sangre superior a 0,3 gramos por litro, o de alcohol en aire espirado superior a 0,15 miligramos por litro.

			Los conductores de cualquier vehículo no podrán superar la tasa de alcohol en sangre de 0,3 gramos por litro ni de alcohol en aire espirado de 0,15 miligramos por litro durante los dos años siguientes a la obtención del permiso o licencia que les habilita para conducir.

			A estos efectos, sólo se computará la antigüedad de la licencia de conducción cuando se trate de la conducción de vehículos para los que sea suficiente dicha licencia.

			Por lo que a la realización de los análisis de sangre u otro análogo se refiere, caen dentro de lo que se ha venido en llamar «intervenciones corporales», para cuya validez se exige la concurrencia de tres requisitos: la previsión legal, la autorización judicial y el juicio de necesidad y proporcionalidad. Hecho que hemos de diferenciar de las inspecciones corporales35.

			Con carácter general, no cabe la imposición coactiva de la práctica de las pruebas de extracción sanguínea, a pesar de que la nueva orientación que parece quiso darle la STC 7/1994, de 7 de enero. Así, no se admite de forma expresa una vis compulsiva, en el caso de negarse el afectado.

			Es cierto que la más reciente y autorizada doctrina científica procesal española propugna, con cita en el Derecho comparado europeo, la procedencia de la vis compulsiva; pero no es menos cierto es que la precisión del consentimiento se desprende de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional (SSTS 114/1984, de 29 de noviembre y 24/1992, de 19 de febrero); mas aunque así no se entendiera —y ello se indica a efectos puramente dialécticos—, siempre regiría tal precisión en este caso, pues la propia resolución judicial lo condicionó a su práctica, aun con la recusable fórmula de «providencia y no de auto motivado» (STS de 21 de junio de 1994, y también, SSTC 103/1985, de 4 de octubre, y 37/1989, de 15 de febrero).

			En el caso de que el sometido se halle detenido o inculpado deberá manifestar su consentimiento asistido de abogado. Ahora bien, no será exigible la asistencia de letrado en caso contrario. Tampoco es necesaria la práctica de contraanálisis que, en cualquier caso, deberá solicitar el interesado.

			Un supuesto relativamente frecuente es aquel en el sospechoso de conducir bajo la influencia del alcohol acaba en el hospital. En este caso la prueba de sangre extraída lo es con fines médicos. Esa muestra podría ser utilizada como evidencia del grado de alcohol en sangre siempre y cuando se solicite al Juez que así lo acuerde y se garantice debidamente la cadena de custodia de la muestra. Siendo así, no existiría ninguna objeción en utilizar esa evidencia inculpatoria en el proceso.

			9. SOLICITUD DE LA PRESENCIA DE UN PERITO E INFORME PERICIAL (ART. 796. 1. 8. ª)

			Previene la regla 8. ª que, si no fuera posible la remisión al Juzgado de Guardia de algún objeto que debiera ser tasado, se solicitará inmediatamente la presencia del perito o servicio correspondiente para que lo examine y emita el informe pericial, que podrá ser emitido oralmente ante el Juzgado de Guardia.

			La función de este perito será determinar, por ejemplo, el valor del bien mueble, como podría ser cuando de un hurto se tratare, y poder determinar si es delito básico agravado o leve, según el límite cuantitativo de 400 euros36.

			Para llevar a cabo estos peritajes serán precisos unos conocimientos técnicos sobre la materia, para lo cual, según prevé la Disposición Adicional 1. ª, apartado 3, de la Ley 38/2002, de 24 de octubre, las Administraciones Públicas y los Colegios Profesionales facilitarán periódicamente a la Policía Judicial y a las distintas Fuerzas y Cuerpos de Seguridad una relación de los servicios de intérpretes, peritos y técnicos a disposición de los Servicios de guardia.

			En el caso que no fuera posible la remisión al Juzgado de Guardia del algún objeto que debiera ser tasado, se solicitará la presencia del perito o servicio correspondiente para que lo examine y emita el informe pericial. Este informe pericial podrá ser emitido oralmente ante el Juzgado de Guardia. No se trata de un informe pericial judicial y ha de ser sometido a la debida contradicción en el juicio oral para ser valorado como prueba, salvo que fuera aceptada y no impugnado por las partes (STC 24/1991, de 11 de febrero). Téngase presente que, en el caso de las mercancías sustraídas en establecimientos comerciales, el valor de aquellas se fijará atendiendo a su precio de venta al público (art. 365. 2 LECr).

			IV. LA INSTRUCCIÓN DEL ATESTADO EN EL PROCEDIMIENTO PARA EL ENJUICIAMIENTO RÁPIDO DE DETERMINADOS DELITOS

			1. CONSIDERACIONES GENERALES

			En la redacción del atestado se tendrá en cuenta lo establecido en los artículos 292 y siguientes de la LECr, las Instrucciones 9/1991 y 7/1997, de la Secretaría de Estado de Seguridad, el Protocolo de actuación de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y de coordinación con los órganos judiciales para la protección de las víctimas de violencia doméstica y de género37, así como otras normas de rango administrativo, como pueden ser, entre otras, el Manual de Criterios para la práctica de diligencias por la Policía Judicial y otros manuales al respecto38.

			En este tipo de procedimiento, al atestado policial se le da una gran importancia, convirtiéndolo en elemento esencial en orden a dar una mayor celeridad a la justicia, posibilitando la celebración del juicio en plazos muy cortos. Por todo ello, deberá ser lo más exhaustivo y completo posible.

			Atestado completo

			¿Qué hemos de entender por atestado completo?

			En los distintos encuentros mantenidos por miembros del Consejo General del Poder Judicial y de la Secretaría de Estado de Seguridad, se ha llegado a la conclusión de que un atestado estaría completo cuando al menos quede determinado:

			— La descripción de los hechos presuntamente delictivos.

			— La detención de los presuntos responsables criminalmente de los mismos.

			— El conocimiento de las víctimas o perjudicados.

			— El conocimiento de los testigos, en su caso.

			Si en la comisión del hecho punible se hubieran intervenido efectos, instrumentos, medios de prueba, o redactado o expedido otros documentos, tales como informes, actas, partes facultativos, etc., integrarán ese atestado instruido, por lo que habrán de adjuntarse al mismo, con posterior remisión a la Autoridad judicial competente. En este caso, podrían integrar el atestado instruido:

			— Los objetos, instrumentos, efectos y pruebas del hecho delictivo.

			— Las actas de declaración de las personas mencionadas anteriormente.

			— Los informes técnicos correspondientes: peritos, facultativos, etc.

			— Las actas o diligencias de citación e información de derechos.

			— La identificación de los presuntos culpables (impreso de identificación de detenidos y certificado de identificación).

			— Si de extranjeros se tratare, la notificación de la incoación del correspondiente expediente administrativo de expulsión, en los supuestos en que proceda.

			— Documento-resumen, que se ajustará al modelo establecido.

			No obstante, en ocasiones, podría ser que los efectos o instrumentos del delito se depositen en algún lugar determinado, se le entreguen al propietario o sean objeto de examen e informe, lo cual así se hará constar en la diligencia o acta correspondiente, así como en la de remisión última del atestado.

			2. MODALIDADES DE ATESTADOS

			Para la instrucción de este tipo de procedimiento, se ha considerado que ya desde la sede policial han de instruirse dos modalidades de atestados: una, cuando el presunto responsable haya sido detenido y se pase a disposición judicial; otra, en la que, si bien ha quedado determinado quién es el presunto autor —llamado, en este caso, denunciado—, no se ha procedido a su detención, pero sí se ha citado ante la Autoridad judicial competente; asimismo, se aplicará al caso en que ese sujeto haya sido detenido y posteriormente se le haya puesto en libertad y también citado.

			A) Atestado con detenido (JRD)

			Esta modalidad se utilizará cuando se proceda a la entrega en el Juzgado de Guardia, o en el Juzgado de Violencia sobre la Mujer, de la persona detenida, junto con las diligencias instruidas. En su primera hoja, en la parte superior derecha, en mayúsculas, se identificará con la inscripción JRD (juicio rápido con entrega de detenido).

			Su contenido estará conformado por todas aquellas diligencias que se hayan practicado tanto para la comprobación como para la investigación de los hechos delictivos, así como para la recogida de los efectos e instrumentos del delito, y para la aprehensión de los presuntos responsables. Ha de constar, por tanto:

			a) El delito por el que se instruye el atestado, detallando la identidad de los lesionados, si los hubiere; reseña de los desperfectos ocasionados; de los efectos sustraídos, de los incautados que deben ser tasados o de las sustancias que se hayan remitido al laboratorio para su análisis e informe, identificando en este caso dicho laboratorio.

			b) La fecha y el lugar de comisión de los hechos, de la circunstancia relativa a si el atestado es ampliación de otro u otros anteriores, así como el Juzgado al que se remitió, y procedimiento instruido.

			c) Si se ha practicado alguna citación de lesionados o testigos, se hará constar la hora de la comparecencia, acompañando acta expresiva de la citación verbal (sólo en casos excepcionales) o copia de la citación escrita practicada.

			d) En el caso de que no se haya practicado la citación de algún perjudicado o testigo, habrán de constar los datos que permitan su rápida localización, de acuerdo con el artículo 770. 5. ª LECr (lugar habitual de trabajo, números de teléfono fijo o móvil, número de fax, dirección de correo electrónico), para facilitar el ofrecimiento de acciones por el Secretario Judicial (actual Letrado de la Administración de Justicia) y su posterior citación a juicio oral.

			e) Cuando el imputado, la víctima o el testigo sea extranjero, se indicarán las lenguas habladas por el mismo.

			f) La detención del presunto responsable, y la información y constancia de derechos, así como otras diligencias si fueran procedentes, tales como el reconocimiento de identidad en rueda, fotográfico, etc.

			g) Otras que se consideren de interés.

			En todo caso, deberá procederse siempre a la citación ante el Juzgado de Guardia o, si tratara de delitos de violencia de género o doméstica, ante el Juzgado de Violencia sobre la Mujer, de todas aquellas personas que fueran consideradas como víctimas o testigos. Así:

			— Las que presenten lesiones como consecuencia del delito cometido, para ser reconocidas por el Médico Forense, siempre que no pudieran desplazarse al Juzgado dentro del plazo al que se extiende el Servicio de guardia.

			— Los extranjeros y nacionales desplazados temporalmente cuando, por el período de estancia en la localidad, pudiera suponerse que no comparecerán al acto del juicio oral, con la finalidad de posibilitar la práctica de la prueba preconstituida en el Juzgado de Guardia39.

			— Los testigos que hubieran presenciado la comisión del hecho y la participación del detenido en el mismo, por si fuere preciso realizar la diligencia de reconocimiento en rueda40 o concretar algunos aspectos.

			Respecto de otros testigos y perjudicados, no resulta necesaria su citación ante el Juzgado de Guardia, si bien habrá de recibírseles declaración en la dependencia policial, si se presentan voluntariamente, en cuyo caso, además, se les hará el ofrecimiento de acciones, advirtiéndoles que tienen obligación de comparecer, si son citados por la Autoridad judicial, y de las sanciones que conlleva su incomparecencia.

			B) Atestado sin detenido (JRSD)

			Se aplicará esta modalidad cuando no se haya procedido a la detención del imputado (ahora investigando), por no considerarlo necesario, así como en los casos en que, habiéndose producido la detención, se acuerde su puesta en libertad, una vez que ha prestado declaración en sede policial en presencia letrada, porque así se decide a tenor de las diligencias practicadas; por ejemplo, la escasa entidad del ilícito penal, la carencia de antecedentes penales o policiales, su arraigo, la poca alarma social, motivándose la decisión del Instructor mediante diligencia, debiendo firmarla el citado y su letrado.

			Igualmente, en la primera hoja, parte superior derecha, se identificará con la inscripción JRSD (juicio rápido sin detenido). Ha de contener, con carácter general, la información a que se ha hecho referencia en los atestados con detenido, así como la fecha y hora en que al imputado no detenido se ha citado ante el Juzgado de Guardia correspondiente, o Juzgado de Violencia sobre la Mujer, acompañando acta expresiva de citación verbal o copia de la citación escrita, en la que, a su vez, constará la advertencia de que, ni no comparece injustificadamente, se procederá a su detención41.

			Cuando el imputado no detenido, siempre que se trate del primer supuesto, solicite la designación de Abogado de oficio, en la oportuna comunicación al Colegio de Abogados se expresará la fecha y hora de la citación ante el Juzgado de Instrucción de guardia, o ante el Juzgado de Violencia sobre la Mujer, ya que en sede policial no se le ha tomado declaración alguna.

			En cambio, si se tratase del supuesto de detenido y puesto en libertad, es práctica policial acordar esa libertad una vez que se le ha tomado declaración en presencia de Letrado. Por tanto, éste ya va a tener conocimiento del día y hora en que se le cita, pues así consta en la diligencia y en el acta, cuya copia se le entrega.

			Para la práctica de las citaciones de víctimas y testigos, se seguirán, con carácter general, las normas reseñadas para la tramitación del atestado con detenido.

			En ambas modalidades de atestados (JRD, JRSD), deberán ir acompañados de un documento-resumen, que se ajustará al modelo establecido42.

			3. LA INSTRUCCIÓN DE ATESTADOS POR JRD Y JRSD. RESUMEN DE DILIGENCIAS

			Seguidamente, a modo de resumen, citamos distintos tipos de diligencias que integrarán el contenido del atestado que se instruya por las modalidades antes mencionadas. Así:

			A) Iniciación del atestado

			— Por diligencia inicial motivada: exposición de hechos, llamada telefónica, ampliatorio a otro u otros atestados, orden de la Autoridad judicial, Ministerio Fiscal, etc.

			— Por comparecencia del perjudicado u otra persona (delitos públicos).

			— Por comparecencia de funcionarios (con o sin detenidos). En este caso, sólo se recibirá declaración a aquel cuyo testimonio sea determinante y sea prueba del ilícito penal, evitando así la duplicidad de testimonios.

			B) Atestado con detenido

			— Acta de información de derechos, en el idioma que proceda.

			— Asistencia médica.

			— Comunicación al Colegio de Abogados, indicando que se trata de un «juicio rápido».

			 Comunicación al familiar o persona que designe.

			— En caso de personas extranjeras, comunicación al Consulado, si así lo solicitan.

			— Solicitud de reseña dactilar y fotográfica.

			— Impreso de identificación y certificado de identificación dactilar.

			— Toma de declaración.

			— Solicitud de intérprete, para el caso de extranjeros o españoles que desconozcan el idioma español.

			— En caso de quedar en libertad el detenido después de prestar declaración, citación del mismo para que comparezca ante el Juzgado de Guardia.

			— Diligencia de antecedentes policiales con indicación de todos los «USAS» registrados.

			C) Casos especiales

			a) Extranjeros en situación ilegal

			— Minuta de presentación como extranjero ilegal.

			— Información de derechos como detenido conforme al artículo 520 LECr y a la Ley 4/2000 y sus reformas posteriores.

			— Comunicación al Colegio de Abogados indicando que se trata de un extranjero y de un posible «juicio rápido».

			 Comunicación a la Unidad de Extranjería y Documentación, por si procede tramitar expediente de expulsión; en caso positivo, se hará constar esta circunstancia en el atestado y se solicitará de la Autoridad judicial, si es necesario, su ingreso en el CIE (Centro de Internamiento de Extranjeros) para el supuesto de que se decida su puesta en libertad43.

			b) Militares

			— Comunicación de la detención a la Autoridad Militar de quien dependa.

			— Entrega a sus Jefes para su custodia y presentación ante la Autoridad judicial.

			— Notificación, en su caso, al Juzgado Togado Militar.

			c) Cuerpos y Fuerzas de Seguridad

			— Remisión de copia del atestado a la División de Personal.

			d) Personal de seguridad privada

			— Remisión de copia de las actuaciones a la Unidad Central de Seguridad Privada.

			e) Caso especial de violencia de género o familiar

			— Diligencia de informe sobre denuncias anteriores para determinar la habitualidad del artículo 173 CP, previa consulta a las bases de datos disponibles, así como otras contempladas en el Protocolo de Actuación de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado.

			— Otras específicas44.

			f) Caso de solicitud de habeas corpus por parte del detenido

			— Solicitud de habeas corpus.

			— Resultado del mismo.

			D) Atestado con imputado no detenido

			— Solicitud de intérprete, en caso de extranjeros.

			— Información de derechos [art. 520. 2. a), b), c) y e) LECr].

			— Citación al Juzgado de Guardia o al Juzgado de Violencia sobre la Mujer.

			— Diligencia de antecedentes policiales con indicación de todos los «USAS» registrados.

			E) Caso de perjudicado u ofendido, cuando esté en Comisaría

			— Toma de declaración si no se ha iniciado el atestado por su comparecencia.

			— Si se trata de extranjero que no conozca el idioma español, se solicitará la asistencia de un intérprete.

			— Ofrecimiento de acciones.

			— Información de derechos por delitos violentos y contra la libertad sexual, si hubiera de seguirse este procedimiento.

			— Citación en el Juzgado, pero sólo en el caso de lesionados, cuyo estado lo permita, para ser reconocidos por el Médico Forense y cuando se trate de extranjeros o nacionales desplazados temporalmente, con el fin de posibilitar la práctica de la correspondiente «prueba preconstituida», si no pudieran comparecer al acto del juicio.

			F) Caso de perjudicado u ofendido, si no se persona en Comisaría

			— Ofrecimiento de acciones.

			— Citación para que comparezca en el Juzgado, de acuerdo con los criterios establecidos en el subapartado anterior, referidos a lesionados y desplazados temporalmente.

			G) Responsable civil

			— Localización de la entidad de que se trate y citación a comparecer en el Juzgado, si fuera necesario.

			H) Testigos

			— Identificación de posibles testigos.

			— Comparecencia de los mismos.

			— Citación de comparecencia en el Juzgado de sólo aquellos que hubieran presenciado la comisión del hecho y la intervención en el mismo del detenido, teniendo preferencia los extranjeros o nacionales desplazados temporalmente, de los que pudiera presumirse que no comparecerán al acto de juicio.

			I) Peritos

			— Solicitud del correspondiente peritaje, si fuera necesario, adjuntándose el informe si estuviera concluido.

			— Acta de Inspección ocular realizada por Policía Científica.

			— Reportaje fotográfico, si fuera necesario.

			— Citación de peritos al Juzgado.

			— Citación de funcionarios de Policía Científica, si procede.

			J) Efectos intervenidos

			— Constancia del lugar donde han sido depositados o dónde han sido remitidos.

			— Informe pericial, remitido o pendiente de remisión.

			K) Droga intervenida

			— Constancia del Laboratorio donde se remite para su análisis: Instituto de Toxicología, Dirección General de Farmacia o Laboratorio de Policía Científica.

			V. FASE DE INSTRUCCIÓN DEL PROCEDIMIENTO PARA EL ENJUICIAMIENTO RÁPIDO DE DETERMINADOS DELITOS. DILIGENCIAS URGENTES ANTE EL JUZGADO DE GUARDIA (ARTS. 797 A 799 LECR)

			Finalizada la instrucción del atestado policial, y una vez remitido este al Juez de Instrucción de guardia o, en su caso, al Juez de Violencia sobre la Mujer, juntamente con los efectos, instrumentos, medios de prueba del delito, y habiendo puesto a su disposición al detenido, o bien citado por tratarse de un imputado no detenido, y citadas las demás personas vinculadas con ese atestado, el Juez de Instrucción, si procede, incoará las llamadas diligencias urgentes.

			La valoración sobre la pertinencia de incoar diligencias urgentes no puede venir cercenada por el hecho de que la Policía Judicial haya entendido que los hechos no encajaban en el ámbito de juicios rápidos y, en consecuencia, hubiere elaborado el atestado sin ajustarse específicamente a lo previsto en el artículo 796 LECr45. No será posible incoar este tipo de diligencias si el proceso penal se inicia mediante querella o ex officio, ni cuando la denuncia se presenta ante el Ministerio Fiscal.

			Los delitos que son susceptibles de tramitarse a través de juicios rápidos son los establecidos en el artículo 795. 1. 2. ª, si alguno de estos delitos conexos estuviera fuera del ámbito de este artículo, ello impedirá la incoación de diligencias urgentes tanto para sí como para los demás conexos.

			Incoadas diligencias urgentes, el Juez de Guardia, con la participación activa del Ministerio Fiscal, practicará, cuando resulten pertinentes, las diligencias que seguidamente se citan, en el orden que considere más conveniente o aconsejen las circunstancias, amén de las generales previstas en la Ley de Enjuiciamiento Criminal. Así:

			1. DILIGENCIAS QUE HA DE PRACTICAR EL JUEZ DE GUARDIA

			1. ª Solicitud de antecedentes penales (art. 797. 1. 1. ª):

			Recabará por el medio más rápido los antecedentes penales del detenido o persona imputada.

			2. ª Diligencias necesarias para la calificación de los hechos imputados (art. 797. 1. 2. ª):

			Si fuera necesario para la calificación de los hechos imputados, el Juez de Guardia:

			a) Recabará, de no haberlos recibido, los informes periciales solicitados por la Policía Judicial.

			b) Ordenará, cuando resulte pertinente y proporcionado, que el Médico Forense, si no lo hubiese hecho con anterioridad, examine a las personas que hayan comparecido a presencia judicial y emita el correspondiente informe pericial.

			c) Ordenará la práctica por un perito de la tasación de bienes u objetos aprehendidos o intervenidos y puestos a disposición judicial, si no se hubiese hecho con anterioridad.

			3. ª Toma de declaración al detenido (art. 797. 1. 3. ª):

			Tomará declaración al detenido puesto a disposición judicial o a la persona que, resultando imputada por los términos del atestado, haya comparecido a la citación policial, en los términos previstos en el artículo 775 LECr. Ante la falta de comparecencia del imputado a la citación policial ante el Juzgado de Guardia, podrá aplicar lo previsto en el artículo 487 LECr; es decir, si no compareciese sin causa legítima que se lo impida, la orden de comparecencia podrá convertirse en orden de detención.

			Con esta diligencia se da cumplimiento a las exigencias impuestas por la jurisprudencia constitucional desde la celebérrima STC 186/1990, de 15 de noviembre, en la que se subraya la exigencia de que es precisa una previa imputación en la fase instructora para que, posteriormente, en la fase de juicio oral pueda fundamentarse la acusación pública o particular46. Esta exigencia de declaración será realizada aunque en sede policial el imputado se haya prestado voluntariamente a la misma y haya declarado en presencia letrada47, por lo que será necesaria una imputación judicial formal a través de la información de los hechos que se le atribuyan, de las razones para proceder a su privación de libertad y de los derechos que le asisten.

			4. ª Toma de declaración a testigos (art. 797. 1. 3. ª, 4. ª):

			Tomará declaración a los testigos citados por la Policía Judicial que hayan comparecido. Ante la falta de comparecencia de cualquier testigo a la citación policial ante el Juzgado de Guardia, podrá este aplicar lo previsto en el artículo 420 LECr. Le podrá imponer una multa de 200 a 5. 000 euros, y si el testigo persistiere en su resistencia, además de ser conducido a presencia del Juez Instructor por agentes de la autoridad, podrá ser procesado por un delito de obstrucción a la justicia y por un delito de desobediencia grave a la Autoridad.

			5. ª Información al ofendido y al perjudicado de sus derechos (art. 797. 1. 5. ª):

			Se hace una remisión al artículo 776 LECr, en el que se prevé expresamente que el Secretario Judicial —no el Juez— informará al ofendido y al perjudicado de sus derechos, en los términos previstos en los artículos 109 y 110, salvo que previamente lo hubiera hecho la Policía Judicial48.

			6. ª Reconocimiento en rueda (art. 797. 1. 6. ª):

			También ordenará el Juez, de resultar pertinente y siempre que haya comparecido algún testigo (víctima, perjudicado, tercero), el reconocimiento en rueda del imputado. En este caso se habrá de estar a lo dispuesto en el artículo 368 LECr, por lo que hemos de entender que procederá si tanto el Juez como los acusadores o el mismo imputado la conceptúan fundadamente precisa, y se realizará conforme a las prescripciones legales establecidas en los artículos 369 y 370 LECr y siempre en presencia de Abogado.

			7. ª Práctica de careos (art. 797. 1. 7. ª):

			Igualmente, si el Juez lo considera necesario, ordenará el careo entre testigos, entre testigos e imputados o de imputados entre sí.

			Tanto la doctrina como la jurisprudencia entienden que esta diligencia solo se deberá realizar en casos muy necesarios y siempre teñida de las notas de subsidiariedad e instrumentalidad49. Esa subsidiariedad y excepcionalidad se deducen claramente ex lege del artículo 455 de la Ley Adjetiva Criminal50.

			8. ª Citación de otras personas (art. 797. 1. 8. ª):

			El Juez ordenará la citación, incluso verbal, de las personas que considere necesario que comparezcan ante él. A estos efectos no procederá la citación de los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad que hubieren intervenido en el atestado cuya declaración obre en el mismo salvo que, excepcionalmente y mediante resolución motivada, considere imprescindible su nueva declaración antes de adoptar alguna de las resoluciones previstas en el artículo siguiente.

			Especial problemática en la práctica pueden ocasionar las citaciones verbales sin constancia documental de que la misma se ha realizado, que efectúen tanto la Policía como el Agente judicial51. Es reiterada la doctrina del Tribunal Constitucional en la que se exige la comunicación efectiva, cierta y real, de tal modo que conste la seguridad o certeza de la recepción52.

			En el caso de que los testigos fueran miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y hubieran prestado su declaración en el atestado, salvo que, excepcionalmente y mediante resolución motivada, se considere por parte de la Autoridad judicial que es imprescindible su nueva declaración para adoptar alguna de las resoluciones establecidas en el artículo 798. 2 LECr, no serán citados. Situación similar a la contemplada en el artículo 796. 1. 4. ª LECr, sobre las actuaciones de la Policía Judicial.

			9. ª La práctica de cualquier otra diligencia (art. 797. 1. 9. ª):

			Por último, se señala que el Juez ordenará la práctica de cualquier diligencia que considere pertinente y que pueda llevarse a cabo en el acto o dentro del plazo establecido en el artículo 799 LECr, es decir, durante el servicio de guardia o en las setenta y dos horas siguientes.

			VI. ALGUNAS CONSIDERACIONES SOBRE LAS ACTUACIONES DE LA POLICÍA JUDICIAL EN EL PROCEDIMIENTO ABREVIADO53

			Dispone el artículo 795. 4 LECr:

			En todo lo no previsto expresamente en el presente Título [Título III, «Del procedimiento para el enjuiciamiento rápido de determinados delitos] se aplicarán supletoriamente las normas del Título II de este mismo Libro, relativas al procedimiento abreviado.

			En consecuencia, interesa dejar constancia de determinadas diligencias que en la instrucción de este procedimiento se le asignan ex lege a la Policía Judicial en los artículos 770 y 771 LECr, y que se adicionan o complementan a las reguladas para los juicios rápidos, de las que destacamos:

			1. ACTUACIÓN POLICIAL INMEDIATA

			Se exige en el artículo 770 LECr que la Policía Judicial ha de acudir de manera inmediata al lugar de los hechos y realizará las siguientes diligencias:

			1. ª Auxilios sanitarios al ofendido (art. 770. 1. ª)54:

			En este caso, si fuera necesario, se faculta a la Policía Judicial para que requiera la presencia de cualquier facultativo o personal sanitario que fuere habido para prestar los oportunos auxilios al ofendido, bastando con un requerimiento verbal. Si el requerido no atendiera sin justa causa esa petición de auxilio, la Autoridad judicial podrá sancionarlo con multa de 500 a 5. 000 euros, sin perjuicio de la responsabilidad criminal en que hubiera podido incurrir. De todo lo cual deberá quedar debida constancia, tanto de la asistencia como de la no prestación del servicio en la comparecencia de los funcionarios y en las diligencias que procedan.

			Con independencia de esa sanción pecuniaria, la responsabilidad penal exigible bien podría ser la de considerarle autor de un delito de omisión del deber de socorro (art. 195 CP), o bien, si fuera un profesional de la sanidad y estuviera prestando sus servicios, en uno de omisión del deber de socorro profesional (art. 196 CP), un delito de desobediencia (art. 556 CP). De todo ello, tanto la asistencia, como la prestancia deberá quedar debida constancia en la comparecencia de los funcionarios y en las diligencias que proceda.

			2. ª Constancia documental, gráfica. Recogida y custodia de efectos, instrumentos o pruebas del delito (art. 770. 2. ª y 3. ª):

			Además, se dejará constancia por escrito de las actuaciones practicadas, en el acta que al efecto se redacte, y por diligencia dentro del cuerpo del atestado, cuando ello sea pertinente para el esclarecimiento del hecho punible y para que la Autoridad judicial pueda tener un conocimiento más inmediato del hecho y de las circunstancias. Lo cual será de especial interés, sobre todo si existe riesgo de desaparición de las fuentes de prueba. Para un mayor afianzamiento de esas diligencias policiales, se realizarán fotografías, o la grabación, utilizando los medios técnicos adecuados.

			Esa incorporación al procedimiento de los soportes grabados (reportajes fotográficos, videográficos, grabaciones en otro soporte) va a suponer un valor añadido, dado que serán de suma importancia para poder esclarecer con mayor evidencia la comisión de un hecho delictivo, al mismo tiempo que constituyen una inestimable fuente de prueba.

			Si esas imágenes hubieran sido captadas y grabadas a través de videocámaras (fijas o móviles) en lugares públicos, suelen tener un valor importante como medio de investigación, o quizás como medio de prueba, en cuyo caso las imágenes tomadas y el soporte obtenido han de ajustarse a lo establecido por la Ley Orgánica 4/1997, sobre la regulación en la utilización de videocámaras por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en lugares públicos55, para grabar imágenes y sonidos en lugares abiertos o cerrados, y su posterior tratamiento, a fin de contribuir a asegurar la convivencia ciudadana, la erradicación de la violencia y la utilización pacífica de las vías y espacios públicos, así como prevenir la comisión de delitos, faltas e infracciones relacionadas con la seguridad pública.

			Es la propia norma, antes citada, la que exige que ese soporte original (cintas de vídeo, mini-DV, CD, DVD, tarjetas...) sea certificado, y se identifique a los funcionarios policiales que hayan realizado la grabación, señalando la intervención de cada uno de ellos en las fases de grabación.

			Aparte de la constancia documental y gráfica, también se habilita a la Policía Judicial para recoger y custodiar los efectos, instrumentos o pruebas del delito que corrieran peligro de desaparición, para ponerlos a disposición de la Autoridad judicial.

			3. ª Identificación de los testigos presenciales (art. 770. 5. ª):

			Si hubiera en el lugar de los hechos testigos presenciales de los mismos, se les identificará y se tomará nota de sus datos de filiación y dirección, así como cualquier otro dato que ayude a su identificación y rápida localización, tales como lugar habitual de trabajo, números de teléfono fijo o móvil, número de fax o dirección de correo electrónico.

			La finalidad de disponer de todos estos datos estriba en que, si llega a ser necesario, los testigos sean citados inmediatamente por la Autoridad judicial, al considerar su testimonio trascendente o importante para la causa.

			4. ª Traslado del cadáver de una persona en vía pública, vía férrea u otro lugar de tránsito a un lugar próximo (art. 770. 4. ª):

			Si se hubiere producido la muerte de alguna persona y el cadáver se hallare en la vía pública, en la vía férrea o en otro lugar de tránsito, se faculta a la Policía Judicial para que lo traslade a un lugar próximo que resulte más idóneo dentro de las circunstancias, restableciendo el servicio interrumpido y dando cuenta de inmediato a la Autoridad judicial.

			Nos encontramos aquí ante situaciones excepcionales, en las que es necesario adoptar esa medida de urgencia, por lo que será preceptivo que se reseñe previamente la posición del interfecto y se obtengan las fotografías o tomas videográficas precisas, señalando, a su vez, sobre el lugar la situación exacta que ocupaba. Por tanto, consideramos que han de realizarse unas puntuales actuaciones, documentadas por escrito mediante acta, la cual se unirá al atestado que al efecto se instruya. Así:

			— Constancia de que la retirada del cadáver ha sido por una situación excepcional y ha requerido la adopción de esta medida; por ejemplo, en caso de una vía de intenso tráfico rodado.

			— Señalamiento de la posición del interfecto.

			— Tomas fotográficas y/o videográficas.

			— Comunicación inmediata a la Autoridad judicial.

			El artículo 354 de la Ley Adjetiva Procesal recoge el hecho de la muerte producida por accidente en las vías férreas, y el hecho de separar el cadáver o cadáveres de la vía, pues se dice que:

			Cuando la muerte sobreviniere por consecuencia de algún accidente ocurrido en las vías férreas yendo un tren en marcha, únicamente se detendrá éste el tiempo preciso para separar el cadáver o cadáveres de la vía, haciéndose constar previamente su situación y estado, bien por la Autoridad o funcionario de Policía Judicial que inmediatamente se presente en el lugar del siniestro, bien por los que accidentalmente se hallen en el mismo tren, bien, en defecto de estas personas, por el empleado de mayor categoría a cuyo cargo vaya, debiendo ser preferidos para el caso los empleados o agentes del Gobierno.

			Se dispondrá, asimismo, lo conveniente para que, sin perjuicio de seguir el tren su marcha, sea avisada la Autoridad que deba instruir las primeras diligencias y acordar el levantamiento de los cadáveres; y las personas antedichas recogerán en el acto con prontitud los datos y antecedentes precisos, que comunicarán a la mayor brevedad a la Autoridad competente para la instrucción de las primeras diligencias con el fin de que pueda esclarecer el móvil del siniestro.

			5. ª Intervención del vehículo y retención de la documentación (art. 770. 6. ª):

			Tal como se expresa en la regla 6. ª del precepto citado, de resultar procedente, se intervendrá el vehículo y se podrán retener el permiso de circulación del mismo y el permiso de conducir a la persona a la que se le impute el hecho.

			Se trata de una actuación que podría adoptar la Policía Judicial, por ejemplo, en los delitos contra la seguridad vial, en delitos de daños a terceros causados con vehículo de motor, para asegurar las responsabilidades civiles que puedan derivarse de la infracción penal, o para realizar alguna investigación en el vehículo, etc., pues, como establece el artículo 385 bis CP, el vehículo de motor o ciclomotor utilizado en los hechos previstos en los delitos contra la seguridad vial se considerará instrumento del delito y será decomisado (art. 127 CP).

			Asimismo, por lo que se refiere al Procedimiento Abreviado, en el Capítulo I del Título I, «Disposiciones generales», el artículo 764 LECr permite que pueda aplicarse como medida cautelar la intervención del vehículo y la retención del permiso de circulación, al decir:

			4. Se podrá acordar la intervención inmediata del vehículo y la retención del permiso de circulación del mismo, por el tiempo indispensable, cuando fuere necesario practicar alguna investigación en aquél o para asegurar las responsabilidades pecuniarias, en tanto no conste acreditada la solvencia del imputado o del tercero responsable civil.

			También podrá acordarse la intervención del permiso de conducción, requiriendo al imputado para que se abstenga de conducir vehículos de motor, en tanto subsista la medida, con la prevención de lo dispuesto en el artículo 556 del Código Penal.

			Las medias anteriores, una vez adoptadas, llevarán consigo la retirada de los documentos respectivos y la comunicación a los organismos administrativos correspondientes.

			Esa prevención a que se refiere el apartado 4 del artículo 764 LECr no es otra que el posible delito de desobediencia en que puede incurrir el conductor al que se le ha aplicado esa medida cautelar.

			Vid. artículo 104 LTSV.

			2. DILIGENCIAS A PRACTICAR DURANTE EL TIEMPO DE LA DETENCIÓN HASTA LA PUESTA A DISPOSICIÓN JUDICIAL (ART. 771 LECR)

			Además de las diligencias que sean precisas, se exige expresamente por el artículo 771 LECr que, en el tiempo imprescindible y, en todo caso, durante la detención, si la hubiere, la Policía Judicial practicará las siguientes diligencias:

			1. ª Información de los derechos a la víctima, perjudicado u ofendido (art. 771. 1. ª):

			Han de cumplirse los deberes de información a las víctimas que prevé la legislación vigente; en especial al ofendido y al perjudicado por el delito, de los derechos que le asisten de acuerdo con lo establecido en los artículos 109 y 110 LECr56. En particular, se le informará:

			— De su derecho a mostrarse parte en la causa sin necesidad de formular querella.

			— De su derecho a nombrar Abogado o instar el nombramiento de Abogado de oficio en caso de ser titulares del derecho a la asistencia jurídica gratuita57.

			— De su derecho a, una vez personado en la causa, tomar conocimiento de lo actuado, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 30158 y 30259, e instar lo que a su derecho convenga60.

			— Asimismo, se le informará de que, de no personarse en la causa y no hacer renuncia ni reserva de acciones civiles, el Ministerio Fiscal las ejercitará si correspondiere61.

			— Si se tratase de delitos contra la propiedad intelectual (arts. 270 a 272 CP) o industrial (arts. 273 a 277 CP), la información de derechos al ofendido o perjudicado y, en su caso, su citación o emplazamiento en los distintos trámites del proceso, se realizará a aquellas personas, entidades u organizaciones que ostenten la representación legal de los titulares de dichos derechos.

			Concretamente, cuando se trate de víctimas de delitos violentos y contra la libertad sexual, se les informará de los derechos que contempla la Ley 35/1995, de 11 de diciembre. Del mismo modo se actuará en los casos de víctimas de delitos de terrorismo, conforme a lo previsto en la Ley 32/1999, de 8 de octubre.

			Generalmente esta diligencia se realiza inmediatamente después de que la víctima o el testigo ha expuesto los hechos, bien sea en la comparecencia redactada al efecto o después de ser oída en declaración, cumplimentándose seguidamente el acta y entregándole copia de la misma.

			2. ª Información de los derechos al imputado no detenido:

			También, al igual que sucede en el procedimiento por juicios rápidos, ha de informarse en la forma más comprensible al imputado no detenido de cuáles son los hechos que se le atribuyen y de los derechos que le asisten. En particular se le instruirá de los derechos reconocidos en los apartados a), b), c) y e) del artículo 520. 2 LECr.

			3. OTRAS DILIGENCIAS ESPECÍFICAS DE ESTE PROCEDIMIENTO

			En las declaraciones tanto de imputados como de testigos, expresamente se menciona que se reseñará el Documento Nacional de Identidad de las personas que las presten.

			Si fueran agentes de la autoridad los que hubieran de deponer como testigos o imputados, serán identificados a través del número de carné profesional (en el caso de carné profesional o número de identificación fiscal, conviene dejar constancia del número en letras y entre paréntesis en dígitos, para evitar equívocos), siendo su identificación más completa si además constan su categoría profesional y la unidad de destino, así como el Cuerpo al que pertenecen.

			Si de extranjeros se tratara, se reflejará la documentación que acredite su identidad y el hecho de hallarse legalmente en España (pasaporte, tarjeta de residente, tarjeta de estudiante).

			Cuando los hechos investigados deriven del uso y circulación de vehículos de motor, se reseñará el permiso de conducir del conductor, el de circulación del vehículo, el certificado del seguro obligatorio y el documento acreditativo de su vigencia.

			VII. EL PROCEDIMIENTO PARA EL ENJUICIAMIENTO INMEDIATO DE DELITOS LEVES (ART. 962 LECR)

			1. ÁMBITO DE APLICACIÓN

			Este procedimiento, a tenor de lo que dispone el artículo 962 LECr, se aplicará:

			1. Cuando la Policía Judicial tenga noticia de un hecho que presente los caracteres de delito leve de lesiones o maltrato de obra, de hurto flagrante, de amenazas, coacciones o de injurias, cuyo enjuiciamiento corresponda al Juzgado de Instrucción al que debe entregar el atestado o a otro del mismo partido judicial, procederá de forma inmediata a citar ante el Juzgado de Guardia a los ofendidos y perjudicados, al denunciante, al denunciado, y a los testigos que puedan dar razón de los hechos. Al hacer dicha petición se apercibirá a las personas citadas de las respectivas consecuencias de no comparecer ante el Juzgado de Guardia. Asimismo, se les apercibirá de que podrá celebrarse el juicio de forma inmediata en el Juzgado de Guardia, incluso aunque no comparezcan, y de que han de comparecer con los medios de prueba de que intenten valerse. Al denunciante y al ofendido o perjudicado se les informará de sus derechos en los términos previstos en los artículos 109, 110 y 967.

			En el momento de la citación se les solicitará que designen, si disponen de ellos, una dirección de correo electrónico y un número de teléfono a los que serán remitidas las comunicaciones que deban realizarse. Si no pudieran facilitar o lo solicitaren expresamente, las notificaciones les serán remitidas por correo ordinario al domicilio que designen».

			2. A la persona denunciada se le informará sucintamente de los hechos en que consista la denuncia y del derecho que le asiste de comparecer asistido de abogado. Dicha información se practicará en todo caso por escrito.

			Son, por tanto, determinados ilícitos penales a los que se les puede aplicar el procedimiento para el juicio sobre delitos leves, siendo preciso para ello que hayan comparecido las personas que previamente han sido citadas por la Policía Judicial (denunciado, denunciante, ofendido, perjudicado) o, aun no habiendo comparecido alguna de ellas, el Juez de Instrucción de guardia reputare innecesaria su presencia y se pueda celebrar el juicio en el Juzgado de Guardia.

			Por lo que se refiere a las lesiones que se causan, han de ser calificadas como infracción penal de esta naturaleza, es decir, siempre que la lesión o el maltrato de obra no requiera objetivamente, para su sanación, tratamiento médico o quirúrgico, ya que, de ser así, sería considerada delito. Por tanto, será delito leve de lesiones o del maltrato de obra si esa persona se cura objetivamente con una primera asistencia facultativa, o sin ella.

			No obstante, hemos de precisar que entre el sujeto activo y el pasivo no deben mediar las relaciones de parentesco, de afectividad o legales, establecidas en el artículo 173. 2 CP, porque en estos casos sería delito, no siendo de aplicación este procedimiento, sino el juicio rápido por delito, y lo mismo sucedería con las amenazas y coacciones.

			La competencia para conocer del procedimiento por delitos leves corresponde a los Juzgados de Instrucción [art. 87. 1. c) LOPJ] salvo que la competencia corresponda al Juez de Violencia sobre la Mujer (art. 14 LECr). Por tanto, los Jueces de Paz no tienen competencia para conocer de este procedimiento penal como sucedía con el anterior juicio de faltas.

			El Juez de Violencia contra la Mujer será competente para conocer de los delitos leves previstos en el CP y relacionados con en el art. 14. 5. d) LECr que son los de amenazas leves (art. 171. 7 CP), coacciones leves (art. 173. 3 CP) e injuria o vejación injusta de carácter leve (art. 173. 4 CP), siempre que la víctima sea: «quien sea o haya sido su esposa, o mujer que esté o haya estado ligada al autor por análoga relación de afectividad, aun sin convivencia; así como los cometidos sobre descendientes, propios o de la esposa o conviviente, o sobre menores o incapaces que con él convivan o que se hallen sujetos a la potestad, tutela, curatela, acogimiento o guarda de hecho de la esposa o conviviente, cuando también se haya producido un acto de violencia de género» (art. 14. 1 y 5 LECr).

			En este procedimiento no resulta obligatoria, con carácter general, la intervención de abogado, lo cual no excluye, en principio, la petición y designación de oficio.

			«[…] el hecho de que la intervención del letrado no sea preceptiva en este proceso determinado, con arreglo a las normas procesales, no priva al justiciable del derecho a la defensa y asistencia letrada que reconoce el artículo 24 de la CE, pues el carácter no preceptivo o necesario de la intervención del abogado en ciertos procedimientos no obliga a las partes a actuar personalmente, sino que les faculta para elegir entre la autodefensa o la defensa técnica pero permaneciendo, en consecuencia, el derecho de asistencia letrada incólume en tales casos, cuyo ejercicio queda a la disponibilidad de las partes…» (SSTC 92/1996, de 27 de mayo, y 22/2001, de 29 de enero).

			2. ACTUACIONES DE LA POLICÍA JUDICIAL

			A) Actuaciones de carácter procesal

			1. ª Información al denunciante, ofendido o perjudicado de sus derechos:

			Se les informará de sus derechos en los términos previstos en los artículos 109, 110 y 967 LECr (ofrecimiento de acciones; que pueden ser asistidos por Abogado si lo desean, y que deberán acudir al juicio con los medios de prueba de que intenten valerse).

			Todas las actuaciones anteriores se practicarán, en todo caso por escrito, debiendo constar necesariamente tanto en diligencia dentro del atestado que se instruya, como en el acta respectiva y en las cédulas de citación. Se facilitará copia a la persona citada, adjuntando otra a las diligencias62.

			2. ª Información sucinta de los hechos y del derecho a la asistencia letrada a la persona denunciada (art. 962. 2):

			A la persona denunciada se le informará sucintamente por escrito de los hechos en que consista la denuncia y de su derecho a comparecer ante el Juzgado de Guardia asistido de Abogado. Si no lo designara, se recabará del Colegio de Abogados el nombramiento de Letrado de oficio, al que se le hará saber la fecha y hora de citación y ante qué Juzgado.

			3. ª Citación del denunciado, testigos, ofendidos o perjudicados (art. 962. 1, párr. 2. º):

			Se procederá de forma inmediata a citar ante el Juzgado de Guardia, en el día y hora que se señale, al denunciado, testigos, ofendido y perjudicados, apercibiéndoles de las consecuencias de su incomparecencia, de la posibilidad de celebrar el juicio, aun en el caso de no comparecer, y que han de comparecer con los medios de prueba de que intenten valerse.

			Se advertirá a los citados como partes, testigos y peritos que, si no comparecen ni alegan justa causa para dejar de hacerlo, podrán ser sancionados con la multa de 200 a 2. 000 euros (art. 967. 2 LECr).

			A la citación del imputado se acompañará, en su caso, copia de la denuncia que se haya presentado, en la que consten únicamente el nombre y apellidos del denunciante y la descripción de los hechos.

			B) Actuaciones de carácter procesal-administrativo

			a) Intervención por delitos leves contra las personas y violencia familiar

			a. 1) En vía pública

			 Asistencia a las víctimas y terceras personas, recabando, en su caso, los oportunos partes facultativos, que se adjuntarán al atestado.

			— Identificación de las personas anteriores, con especial atención al presunto autor de los hechos.

			— Al denunciado se le invitará a comparecer voluntariamente en la dependencia policial a los solos efectos de que preste declaración.

			— Citación del denunciado ante el Juzgado de Guardia o Juzgado de Violencia sobre la Mujer63.

			— Información sucinta al denunciado de los hechos que se le imputan.

			— Información del derecho a comparecer en el Juzgado asistido de Abogado, que se le recabará de oficio en caso de que no lo designe.

			— Información, con los apercibimientos legales oportunos, y citaciones correspondientes de comparecencia en el Juzgado de Guardia al denunciante, denunciado, ofendido y perjudicado, así como a los testigos.

			a. 2) En Comisaría

			— Comparecencia o denuncia de la víctima o terceras personas.

			— Auxilio a las personas anteriores (asistencia médica, recabando los partes facultativos para adjuntarlos).

			— Información, con los apercibimientos legales oportunos, y citaciones correspondientes de comparecencia en el Juzgado de Guardia al denunciante, denunciado, ofendido y perjudicado, así como a los testigos.

			— Dejar constancia de la solicitud de medidas cautelares, si así lo pidiera la víctima.

			— Información a la víctima de la posibilidad de recibir asistencia social.

			— Solicitud de asistencia letrada para la víctima, indicando que se trata de caso de violencia en el ámbito familiar.

			— Diligencia de informe sobre la existencia de denuncias anteriores sobre hechos de la misma naturaleza.

			— En caso de detención del autor de los hechos, se actuaría de igual forma que la prevista para los delitos.

			b) Intervención por delitos leves de hurto flagrante

			b. 1) En vía pública

			— Identificación del autor o autores.

			— Identificación del perjudicado y testigos.

			— Constancia de los objetos o efectos sustraídos, y su valoración (hasta 400 euros).

			— Caso de procederse a la detención del autor o autores (art. 495 LECr sólo cuando no tuviese domicilio conocido ni diese fianza bastante), se efectuará el traslado de los mismos a Comisaría y se seguirá el protocolo establecido para detenidos.

			— Aun cuando no procediera su detención, se le ofrecerá el traslado a Comisaría a los solos efectos de que preste declaración.

			 Citación para comparecer ante el Juzgado de Guardia.

			— Explicación sucinta de los hechos que se le imputan.

			— Información del derecho a comparecer ante el Juzgado asistido por Abogado, que se le recabará de oficio en caso de no ser designado.

			— Citar de comparecencia en Comisaría a los testigos y perjudicado para ser oídos en declaración.

			— Si éstos no accedieran a tal propuesta, se les haría entrega de citación para que comparecieran en el Juzgado de Guardia.

			— Los objetos o efectos sustraídos quedarán en poder de la persona a quien le fueron sustraídos, en calidad de depósito y a disposición de la Autoridad judicial, una vez que se haya formulado denuncia y acreditado de manera fehaciente su preexistencia.

			— Información, con los apercibimientos legales oportunos, y citaciones correspondientes de comparecencia en el Juzgado de Guardia al denunciante, denunciado, ofendido y perjudicado, así como a los testigos.

			b. 2) En Comisaría

			— Comparecencia o denuncia del perjudicado o terceras personas.

			— Identificación de los autores, víctimas, perjudicados y testigos.

			— Declaración de todos los anteriores, si comparecieran.

			— Información, con los apercibimientos legales oportunos, y citaciones correspondientes de comparecencia en el Juzgado de Guardia al denunciante, denunciado, ofendido y perjudicado, así como a los testigos.

			— Si el autor compareciese voluntariamente, se le tomará declaración en presencia de Abogado (particular o de oficio).

			— Si no compareciera el autor, se le citará para que lo haga ante el Juzgado de Guardia, debiendo ser informado sucintamente de los hechos que se le imputan y de su derecho a comparecer asistido de Abogado (particular o de oficio).
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								III. Requisitos de lugar y tiempo
							
										1. Requisitos de lugar


										2. Requisitos de tiempo


							


						


								IV. Clasificación de las diligencias integrantes del atestado. Actas
							
										1. Tipos de diligencias integrantes del atestado


										2. Actas policiales


							


						


								V. Reglas prácticas para la elaboración del atestado
							
										1. Disposiciones normativas


										2. Reglas de fondo y de forma del atestado policial


							


						


								VI. Carácter secreto del atestado


								VII. Valoración legal y jurisprudencial del atestado
							
										1. Su significación normativa


										2. Su valoración doctrinal y jurisprudencial


										3. Conclusiones sobre la valoración del atestado


							


						


								VIII. Destino del atestado


								IX. Libros-registro


								X. Actividades prácticas. Instrucción de diligencias
							
										1. Diligencias iniciales
									
												1) Comparecencia de miembros de la policía local presentando a un detenido por tenencia ilícita de armas y conducción temeraria


												2) Comparecencia de funcionarios policiales, presentando a una persona como detenida por desobediencia grave al negarse a someterse a las pruebas de alcoholemia legalmente establecidas


												3) Diligencia inicial por llamada telefónica anónima, comunicando tráfico de estupefacientes


												4) Diligencia inicial por orden de la autoridad judicial. Delito contra los derechos de los ciudadanos extranjeros


												5) Diligencia inicial de práctica de gestiones que ordena el jefe del grupo de policía judicial


												6) Diligencia inicial de exposición de hechos por tráfico de sustancias estupefacientes


									


								


										2. Algunas diligencias de trámite e investigación
									
												1) Diligencia de información de derechos a las víctimas (ofendido y perjudicado) de un hecho delictivo


												2) Diligencia por la que se comisiona a funcionarios policiales para proceder a la detención de una persona que se presume responsable de un ilícito penal


												3) Diligencia por la que se comisiona a funcionarios de policía científica para la realización de una inspección ocular técnico policial


												4) Diligencia por la que se da cuenta del resultado de la inspección ocular llevada a cabo por los funcionarios comisionados


												5) Comparecencia de los funcionarios comisionados


												6) Remisión de una sustancia estupefaciente a policía científica para su análisis


												7) Diligencia por la que se hace constar la cantidad y calidad de la droga tóxica incautada


												8) Diligencia por la que se remite a policía científica un arma de fuego para comprobar su funcionamiento y emitir informe


												9) Diligencia de personación de testigo para la práctica de la diligencia de reconocimiento de identidad en rueda o grupo


												10) Diligencia por la que se hace constar la situación de unos ciudadanos extranjeros en españa. Certificado sobre situación administrativa en españa


									


								


										3. Diligencia de remisión última del atestado


										4. Actas
									
												1) Acta de reconocimiento de identidad en rueda


												2) Acta de reconocimiento fotográfico


												3) Acta de incautación y descripción de una sustancia estupefaciente en un establecimiento público


												4) Acta de ocupación de armas prohibidas en establecimiento público


									


								


							


						


					


				


						Capítulo III. Conducción a velocidad excesiva. Afectada por drogas tóxicas, estupefacientes, sustancias psicotrópicas o de bebidas alcohólicas. Atestado completo
					
								I. Introducción


								II. El delito de conducción con temeridad por manifiesta velocidad excesiva. Conducción bajo la influencia de drogas tóxicas o bebidas alcohólicas. Conducción con tasas de alcohol superiores a las legalmente establecidas (art. 379 del Código Penal)
							
										1. Definición del tipo legal


							


						


								II. 2. conducción bajo los efectos de drogas tóxicas, estupefacientes, sustancias psicotrópicas o bebidas alcohólicas
							
										1. Naturaleza jurídica


										2. Bien jurídico protegido


										3. Sujetos


										4. Conducta típica: requisitos normativos y elementos típicos


							


						


								II. 3. conducción con tasas de alcohol superiores a las legalmente establecidas


								III. Grado de ejecución


								IV. Concursos delictivos
							
										1. Negativa a someterse a las pruebas legalmente establecidas (art. 383 CP)


										2. Delito de exceso de velocidad (art. 379. 1 CP)


										3. Delito de conducción temeraria (art. 380 CP)


							


						


								V. Medios de prueba para determinar la influencia del alcohol o de drogas tóxicas en las capacidades psicofísicas del conductor
							
										1. Pruebas legalmente autorizadas


										2. Otros medios de prueba


							


						


								VI. Consecuencias sancionadoras administrativas y penales
							
										1. Iniciación del procedimiento


										2. Notificación de la denuncia


							


						


								VII. Atestado por conducción bajo los efectos del alcohol
							
										1. Supuesto de hecho


										2. Instrucción de diligencias
									
												1) Comparecencia de funcionarios policiales presentando a una persona como detenida por conducir bajo los efectos del alcohol


												2) Diligencia de constancia de citación de uno de los funcionarios policiales actuantes en calidad de testigo


												3) Diligencia por la que se acuerda la detención formal del individuo presentado, motivación, y nueva información de derechos


												4) Diligencia/acta en la que queda constancia de la relación de derechos constitucionales y legislativos que le asisten al detenido


												5) Diligencia de comunicación al colegio de abogados de la detención y de la solicitud de asistencia letrada


												6) Diligencia por la que se comunica al familiar designado el hecho de la detención y el lugar de custodia


												7) Diligencia por la que se comunica la detención al juez de instrucción de guardia


												8) Diligencia de identificación dactilar de la persona detenida


												9) Diligencia en la que se hacen constar los antecedentes policiales y/o judiciales que pueda tener la persona privada de libertad


												10) Diligencia de constancia de personación del letrado designado y la decisión del instructor de oír en su presencia la declaración del detenido


												11) Declaración de la persona privada de libertad


												12) Diligencia en la que se hace constar la decisión del instructor de poner en libertad a la persona detenida y citación ante la autoridad judicial


												13) Diligencia por la que se informa al letrado asistente que los hechos imputados se tramitarán por juicio rápido y la citación del imputado ante el juzgado de guardia


												14) Diligencia-informe


												15) Diligencia de remisión del atestado a la autoridad judicial competente


									


								


										3. Actas
									
												1) Acta de síntomas externos del conductor


												2) Acta de inmovilización de un vehículo al haber dado el conductor positivo en la prueba de impregnación alcohólica y cometido una infracción administrativa grave


												3) Diligencia de entrega de vehículo


									


								


							


						


					


				


						Capítulo IV. Delitos relativos a la propiedad intelectual e industrial: atestado completo
					
								I. De los delitos relativos a la propiedad intelectual
							
										1. Introducción


										2. Bien jurídico protegido


										3. Definición de los tipos legales


							


						


								II. De los delitos contra la propiedad industrial
							
										1. Introducción


										2. Bien jurídico protegido


							


						


								III. Defraudación de patente o modelo de utilidad y similares
							
										1. Definición del tipo legal


										2. Conductas típicas


							


						


								IV. Defraudación de marcas y signos distintivos
							
										1. Introducción. Objeto material


										2. Tipo básico. Definición del tipo legal


							


						


								V. Defraudación de patente o modelo de utilidad. Tipo privilegiado


								VI. Defraudación de un título de obtención vegetal protegida


								VII. Defraudación de la denominación de origen o indicación geográfica
							
										1. Bien jurídico. Objeto material


										2. Conducta típica


										3. El elemento subjetivo


							


						


								VIII. Modalidades agravadas


								IX. Patente secreta


								X. Procedibilidad y medidas procedimentales en estos delitos
							
										1. Perseguibilidad


										2. Práctica de las primeras diligencias de prevención y aseguramiento


										3. La prueba indiciaria en estos ilícitos penales


										4. Destino de los efectos intervenidos


										5. Ofrecimiento de acciones a las personas jurídicas titulares de los derechos


							


						


								XI. Algunas consideraciones en torno a la investigación policial
							
										1. Introducción


										2. Disposiciones normativas aplicables


										3. Perseguibilidad


										4. Entrada y registro


							


						


								5. Peritaciones
							
										6. Depósito


							


						


								XII. Atestado por delito contra la propiedad intelectual
							
										1. Supuesto de hecho


										2. Diligencias integrantes del atestado
									
												1) Diligencia inicial de constancia de hechos y de gestiones practicadas


												2) Diligencia de comprobación de los hechos denunciados


												3) Diligencia de comisión a funcionarios policiales para práctica de gestiones


												4) Diligencia resultado de las gestiones practicadas


												5) Comparecencia de los funcionarios actuantes, presentando a detenidos y haciendo entrega de los efectos intervenidos


												6) Diligencia por la que se acuerda la detención de las tres personas detenidas y decisión de nueva información de derechos mediante acta


												7) Actas de información de derechos


												8) Diligencia de constancia de los derechos solicitados


												9) Diligencia de comunicación de la detención al colegio de abogados


												10) Diligencia de comunicación de la detención y lugar de custodia al hermano del detenido


												11) Diligencia por la que se ordena la práctica de actuaciones previas a la entrada y registro


												12) Diligencia de identificación dactilar de las personas detenidas


												13) Documento de consentimiento informado de detenido o imputado para obtención de muestras de ADN en asunto criminal


												14) Diligencia de identificación del indocumentado xiang ciang


												15) Diligencia de constancia del reconocimiento médico efectuado


												16) Diligencia por la que se comisiona a unos funcionarios policiales para la práctica de un registro domiciliario


												17) Comparecencia de los funcionarios comisionados a la ejecución del registro domiciliario


												18) Diligencia por la que se acuerda la detención de las dos personas presentadas e información de los derechos mediante acta


												19) Actas de información de derechos


												20) Diligencia de constancia de los derechos solicitados


												21) Diligencia de comunicación de la detención al colegio de abogados


												22) Diligencia de personación de letrado y de toma de declaración al detenido


												23) Diligencia de ofrecimiento de acciones a entidades de gestión representativas de perjudicados


												24) Diligencia de valoración de los efectos intervenidos


												25) Diligencia de constancia de declaración de uno de los detenidos


												26) Diligencia declaratoria de otro de los detenidos


												27) Diligencia de constancia de antecedentes policiales y/o judiciales de los encartados en el atestado


												28) Diligencia en la que se hace constar la situación administrativa de los extranjeros detenidos


												29) Diligencia-informe/resumen del contenido del atestado instruido


												30) Diligencia de remisión, última del atestado


									


								


							


						


					


				


						Capítulo V. Violencia de género y doméstica: atestado completo
					
								I. Análisis de los ilícitos penales de violencia de género y maltrato doméstico
							
										1. Introducción


										2. Protección contra los malos tratos, las vejaciones leves y las lesiones


										3. Protección contra las amenazas y coacciones


										4. Quebrantamiento de condena


										5. Otros delitos relacionados con la violencia intrafamiliar


							


						


								II. Tutela judicial de estos delitos. Juzgados de violencia sobre la mujer
							
										1. Organización territorial


										2. Competencias penales


										3. Tramitación de los juicios rápidos


							


						


								III. Actuaciones de las de las fuerzas y cuerpos de seguridad en estos ilícitos penales


								IV. Atestado policial por violencia de género
							
										1. Particularidades del atestado


										2. Atestado completo por violencia de género. Hechos


										3. Otros datos


										4. Diligencias que se han de instruir
									
												1) Diligencia inicial por llamada telefónica de un testigo que denuncia unos presuntos malos tratos familiares


												2) Diligencia en la que se hace constar la comisión de funcionarios para comprobar los hechos denunciados


												3) Comparecencia de los funcionarios comisionados, haciendo entrega de un parte facultativo y presentación de la víctima como denunciante


												4) Diligencia en la que se hace constar la decisión del instructor de oír en declaración a la víctima/denunciante, así como informarle del derecho de defensa jurídica gratuita


												5) Declaración exhaustiva y pormenorizada de la víctima


												6) Diligencia de información de derechos a la víctima


												7) Diligencia de citación de la víctima ante el juez de violencia sobre la mujer


												8) Citación, de entre los funcionarios policiales actuantes, al de más categoría ante el juzgado de violencia sobre la mujer (caso de procedimiento por juicios rápidos)


												9) Diligencia en la que se remiten las que se han instruido hasta ese momento, y el formulario/solicitud de la orden de protección por la denunciante a la autoridad judicial


												10) Comparecencia de funcionarios policiales presentando en calidad de detenido al denunciado


												11) Diligencia en la que se acuerda la detención formal del presentado por existir indicios racionales de la comisión de hechos de naturaleza delictiva


												12) Diligencia en la que se deja constancia de los derechos a los que se ha acogido la persona detenida, una vez informada de los mismos mediante acta suscrita al efecto


												13) Diligencia de comunicación de la detención y lugar de custodia al hermano del detenido


												14) Diligencia de comunicación de la detención al colegio de abogados


												15) Diligencia de identificación dactilar de la persona detenida


												16) Diligencia en la que se ordena la práctica de determinadas actuaciones para el esclarecimiento de los hechos y, en su caso, se solicitan medidas de protección a la autoridad judicial


												17) Diligencia en la que se hacen constar datos de la intervención de armas de la guardia civil en relación con las armas y licencias del detenido


												18) Diligencia en la que se hacen constar datos obtenidos en el informe vecinal realizado


												19) Diligencia de personación de letrado y de toma de declaración al detenido


												20) Declaración exhaustiva del detenido


												21) Diligencia en la que se hacen constar el depósito de armas y de los documentos que las amparan y su depósito en dependencias policiales


												22) Diligencia en la que se hace constar la comunicación al juzgado de violencia sobre la mujer de la detención del presunto responsable de los hechos denunciados


												23) Diligencia en la que se hace constar la comparecencia en sede policial del testigo que efectuó la llamada telefónica


												24) Declaración exhaustiva del testigo


												25) Citación del testigo ante la autoridad judicial


												26) Diligencia de valoración de riesgo por funcionarios policiales y de adopción de medidas


												27) Diligencia de constancia de antecedentes policiales y/o judiciales que puedan obrar en las bases de datos de la dirección general de la policía y otros archivos


												28) Diligencia de constancia de la situación administrativa del extranjero de nacionalidad ucraniana detenido conforme a la ley orgánica 4/2000


												29) Diligencia-informe/resumen del contenido del atestado instruido


												30) Diligencia de remisión de todo el atestado instruido


									


								


										5. Anexo
									
												1) Acta de información de derechos a la víctima de violencia de género


												2) Acta de depósito de armas de fuego


									


								


										6. Diligencias con víctima extranjera
									
												1) Diligencia de situación administrativa en españa


												2) Diligencia de asignación de NIE en ADEXTTRA


												3) Diligencia de comunicación a la víctima de su derecho a solicitar autorización de residencia temporal


									


								


								
							


						


					


				


						Bibliografía


						Créditos


			


		
		
			Landmarks


			
						Cubierta


						Índice


						Créditos


			


		
	

OEBPS/image/TC002126_cubierta.jpg
EL ATESTADO
POLICIAL

COMPLETO

QUINTA EDICION





OEBPS/image/9788430989379-64.jpg
ACUSACION POR EL MINISTERIO FISCAL Y ACUSACION Particular

MF y ACUSACION Particular: Escrito de acusacién (2 dias). Si el MF no lo presenta: sobreseimiento libre.
ACUSACION: Escrito de defensa. Oralmente. Por escrito (5 dias) ante Juzgado Penal.

JUZGADO: Citacién de celebracion de juicio oral (dentro de 15 dias siguientes). Cita a personas propuestas
como medio de prueba

REMISION DE AUTO JUICIO ORAL
ACTUACIONES sobre admisién de pruebas: (Tramite comun: arts. 786 a 788)
AL JUZGADO PENAL — No recurrible.

Puede reproducirse al ini- SENTENCIA

clarse el juicio oral. (dentro de los 3 dias siguientes)

EJECUCION DE SENTENCIA
— Reglas generales de la LECr
— Especialidad (art. 794)

— Competencia del Juez decisor

ACUSACION POR MINISTERIO FISCAL

MINISTERIO FISCAL: ACUSADO: JUZGADO:

— Por escrito inmediatamente Conformidad — Emplazamiento de las partes

— Oralmente — Escrito de defensa — Citacién en juicio oral (dentro
— Oralmente de 15 dias siguientes)
— Por escrito (5 dias) ante — Cita a las personas propuestas
el Juzgado como prueba

SENTENCIA DE CONFORMIDAD (art. 801)

Requisitos: Pena:
— No acusacién particular — Prisién (igual o menor a 3 afios)
— Multa

— Otra naturaleza (igual o menor a 10 afos)
— La pena no supere (reducida en 1/3) los 2 afos de prisién
— Se resuelve sobre suspension o sustitucién de la pena
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